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PENSIÓN SOLIDARIA E ILUSIONES

Javier Gómez Aguilar
DIRECTOR EJECUTIVO

CEDLA

l gobierno y las organizaciones laborales 
nacionales afines a este régimen, firmaron en días 

pasados un acuerdo para modificar la escala de los 
montos de la pensión solidaria. Fiel a la política de 
difusión de los actos del gobierno, los nuevos montos 
mínimo y máximo de la pensión solidaria, fueron 
presentados con gran pompa. Fue el Ministro de 
Economía quien alentó la ilusión de que con 35 años 
de aportes al sistema de pensiones, un trabajador 
podría obtener una pensión solidaria de jubilación 
equivalente al 70% de su referente salarial, olvidando 
que hoy la clase trabajadora demanda una jubilación 
igual al 100% de su salario en vida activa, considerando 
las rentas bajas que paga el actual sistema.

Es importante recordar que el sistema de reparto 
que rigió en el país entre 1956 y 1997, pagaba a los 
trabajadores, luego de 15 años de aportes, una pensión 
equivalente al 70% de su referente salarial, pago que 
era posible por la aplicación de los principios de 
solidaridad y del aporte tripartito (empresarios, Estado 
y trabajadores). Estos principios al igual que la 
orientación social del sistema previsional fueron 
eliminados con la privatización del sistema y la 
imposición de un régimen de carácter neoliberal y 
financiero que hasta hoy se mantiene, expresándose en 
pensiones de jubilación míseras y en la depauperación 
de las condiciones de vida de los jubilados.

Es una ilusión porque hoy, aportar 35 años es un 
logro de pocos. Gran parte, con suerte, logra aportar 
cerca de 20 años debido a la alta inestabilidad laboral 
reinante en el mercado de trabajo.  Con estos años, 
considerando la nueva escala, podrían aspirar a una 
pensión solidaria mínima de 1.090 bolivianos y a una 

máxima de 2.000 bolivianos, montos inferiores al costo 
de una canasta normativa alimentaria de 2.440 
bolivianos (2016).

La nueva escala busca también distraer el debate 
sobre la necesidad de un nuevo sistema de pensiones 
basado en los principios de solidaridad, universalidad y 
eficiencia que recupere la función social y 
redistributiva del Estado y su responsabilidad junto a 
los empresarios, de financiar las pensiones de 
jubilación. Un debate que pone al descubierto que, el 
actual sistema se encamina al fracaso por no garantizar 
el ejercicio del derecho a la jubilación y a una vejez 
digna.

El gobierno no sólo ofrece ilusiones, sino 
fundamentalmente vulnera los derechos laborales y 
reprime la acción colectiva de los trabajadores. Tal 
como se analiza en este nuevo número del Alerta 
laboral, la libre afiliación, desafiliación y reafiliación de 
los funcionarios del sector público, la creación de la 
Autoridad de Fiscalización y Control del Sistema 
Nacional de Salud, la fragmentación de las 
organizaciones sociales a través de la promoción de 
entidades paralelas, la reestructuración de Comibol y, 
esencialmente, la penalización de la huelga con el 
recurso de Acción popular, son algunas de las 
principales medidas que el gobierno viene 
desplegando. En este escenario, los trabajadores en 
estado de emergencia, se ven ante el desafío de unificar 
objetivos y fuerzas. 
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ara la mayoría de los 
bolivianos, la vejez se 

constituye en una experiencia 
sombría. Hacer frente a las 
vicisitudes como la pérdida de las 
capacidades físicas, el deterioro de 
la salud o la falta de ingresos, son 
solo algunas de las condiciones 
desfavorables que acompañan esta 
última etapa de vida.

En tal sentido, el acceso a un 
seguro o servicio público para 
atender las necesidades de salud 
es de crucial importancia, pues con 
la llegada de la vejez aumenta 
considerablemente el riesgo de 
sufrir accidentes o contraer 
enfermedades y afecciones 
crónicas que requieren de un 
seguimiento y control 
permanentes, ya que estos 
padecimientos afectan la capacidad 
para desempeñarse normalmente 
en las actividades cotidianas, 
limitando la independencia. 

En el país, el 31% de los 
adultos mayores (330 mil 
aproximadamente) padece de 
alguna enfermedad crónica, entre 
las que destacan el reumatismo, la 
artritis, la artrosis y la diabetes; 
además, el 6,3% (66 mil 
aproximadamente) sufre de alguna 
discapacidad permanente como la 
dificultad para escuchar, para ver 
o las alteraciones motrices que 
limitan el desplazamiento, entre 
otras1, que acentúan el riesgo de 
aislamiento social.

¿CÓMO HACEN FRENTE
A LOS PROBLEMAS
DE SALUD?
Un estudio realizado por el 

CEDLA2 , muestra que el 40% de 
los adultos mayores no están 
registrados o afiliados a un seguro 
convencional o servicio público 
para atender sus necesidades de 
salud, lo que refleja la 
desprotección en la que se 
encuentran ante accidentes y 
enfermedades que se hacen más 

críticas conforme avanza la edad. 
Los demás (60%) cuentan con un 
seguro por derecho propio o 
como beneficiarios o, tienen un 
registro que los habilita para acudir 
a los servicios públicos, sin 
embargo, la atención no está 
garantizada; lo cierto es que el 
acceso oportuno, integral y 
gratuito a los servicios de salud 
como pregonan las autoridades, 
generalmente queda en el discurso 
(Ver gráfico).

Para los adultos mayores, 
obtener una ficha para la atención 
médica —si logran hacerlo— es 
una tarea excesiva y agotadora, así 
lo relata una persona de la tercera 

edad: “Por fin, después de tres meses 
[logré la ficha] para la especialidad de 
gastroenterología. Hoy vine a las 03:00 
[de la mañana], antes no podía conseguir 
una ficha porque vivo sola y no tengo 
parientes para que me lo vengan a hacer 
cola. Pero ahora estoy contenta, tengo mi 
ficha, ya me verán los médicos”3. La 
mayoría regresa a casa con las 
manos vacías, para después 
retornar y continuar su peregrinaje.

Sin embargo, la obtención de 
una ficha no es la única dificultad 
que deben enfrentar para atender 
su salud, el déficit de 
medicamentos e insumos médicos 
es otro problema recurrente en 
todos los niveles de atención y 
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El derecho a la salud en la vejez
CUANDO ENFERMAR ES MÁS FRECUENTE

“[...] cuando uno se enferma tiene que buscar de su propio bolsillo, de 
donde no tiene [...] Eso no es para mí un seguro [de salud], el nombre 
nomás [...] (Adulto mayor del área rural).

especialmente en los centros 
hospitalarios del país. Por esa 
razón, cumplir los tratamientos 
que son vitales para combatir las 
enfermedades, suele ser un 
suplicio para muchos: “La verdad 
es que nos atienden bien, pero lo esencial, 
los medicamentos no hay. Y el anciano 
que no tiene para comprarse corre el 
riesgo de morirse” (Afiliado al Seguro 
de Salud para Personas Adultas 
Mayores, SSPAM)4.

En consecuencia, la salud en 
la vejez se convierte en un evento 
crítico que puede llevar a reducir 
considerablemente los recursos 
destinados para la subsistencia 
haciendo difícil una recuperación 
de los mismos en el futuro. De 
esta manera, cuando el acceso a 
los servicios de salud es limitado, 
los hogares se ven obligados a 
hacer uso de los “gastos de 
bolsillo” o desembolsos destinados 
a la adquisición de medicamentos 
para los adultos mayores, servicios 
médicos por consulta externa, 
exámenes médicos, servicio de 
ambulancia, equipos ortopédicos, 
prótesis e internación hospitalaria, 
entre otros. Con un promedio 
anual de 1.217 bolivianos, en el 
año 2014, seis de cada diez 
hogares reportaron haber 
realizado pagos para atender la 
salud de sus adultos mayores.

 
“[...] cuando uno se enferma tiene 
que buscar de su propio bolsillo, de 
donde no tiene, así pasa en esta zona. 
Eso no es para mí un seguro [de 
salud], el nombre nomás, la alcaldía 
te atiende solo para el dolor de 
cabeza, para la diarrea y nada más, 
dan paracetamol [...]” (Adulto 
mayor del área rural). 

¿Y EL ESTADO?
A pesar de los esfuerzos que 

el Estado ha venido realizando en 
las últimas décadas para la 
protección de la salud de las 
personas de la tercera edad5, no se 
ha logrado mejorar el acceso ni la 
calidad de los servicios de salud 
para esta población. Si bien la Ley 
475 de 2013 establece la atención 
integral, oportuna y gratuita a 
cinco grupos vulnerables que no 
cuentan con el seguro social de 
corto plazo, entre éstos, las 
personas de la tercera edad, lejos 

de garantizar el ejercicio de este 
derecho, ha profundizado la crisis 
del sistema público de salud. 
Asimismo, la ampliación de la 
cobertura sin un financiamiento 
equivalente, ha provocado el 
colapso de los centros médicos y 
hospitalarios en todo el territorio 
nacional. 

Por un lado, se ha intensificado 
el problema de la falta de personal 
médico y de apoyo para atender a 
una población que demanda 
servicios cada vez más 
especializados; por otro, se han 
puesto en evidencia las 
limitaciones de la infraestructura 
y el equipamiento tecnológico y, 
la falta de insumos médicos y 
medicamentos, factores que 
repercuten negativamente en la 
prestación de servicios de salud 
oportunos y de calidad, más aún 
cuando se trata de personas en 
edades avanzadas. 

Frente a este panorama, hace 
falta una política nacional de salud 
que contemple los cambios 
demográficos y epidemiológicos 
en el país, traducida en programas 
públicos y acciones sostenibles a 
través de medidas presupuestarias, 
legislativas y administrativas que 
aseguren un financiamiento per 
cápita y hagan posible que el 
acceso a la salud integral sea 
un derecho ejercido por todos 
los bolivianos. En este marco, 
la prevención, promoción, 
curación y 

rehabilitación de la salud en la 
vejez estarán garantizadas. 

NOTAS
1. Encuesta de Hogares del Instituto 

Nacional de Estadísticas 
(EH-INE), 2014.

2. Puede acceder al estudio 
“Protección Social y Calidad de 
Vida en la vejez” en la página del 
CEDLA www.cedla.org o a 
través del siguiente enlace: 
http://cedla.org/sites/default/fil
es/revista_gpfd_19_proteccion_
social_calidad_vida_vejez.pdf

3. Artículo “Duermen y madrugan 
para obtener una ficha en el 
Hospital de Clínicas” en:�h 
http://www.erbol.com.bo/notici
a/social/25022014/duermen_y_
madrugan_para_obtener_una_fic
ha_en_el_hospital_de_clinicas

4. Artículo “Ancianos viven un 
calvario por falta de 
medicamentos” 
https://www.eldia.com.bo/index
.php?c=Portada&articulo=Ancia
nos-viven-un-calvario-por-falta-d
e-medicamentos&cat=1&pla=3
&id_articulo=128485

5. El primero fue el Seguro de 
Vejez para personas mayores de 
65 años (1996-1998); el segundo, 
el Seguro Médico Gratuito de 
Vejez (1998-2006); el tercero, el 
Seguro de Salud para el Adulto 
Mayor-SSPAM (2006-2013); y 
finalmente, la Ley 475 de 
Prestaciones de Servicios de 
Salud Integral del Estado 
Plurinacional de Bolivia (vigente 
desde 2013).

Personas de la 
tercera edad son 
atendidas por 
médicos 
itinerantes, ante la 
falta de un seguro 
de salud para 
muchas de ellas.
(Foto: Página Siete, 
25/01/2016)

Fuente: Encuesta de Hogares del INE, 2014. Elaboración propia.

Gráfico 1
Adultos mayores registrados o afiliados a algún seguro o

servicio de salud, 2014 
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especialmente en los centros 
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n los últimos años, uno de 
los sectores más 

movilizados en el país es el de 
los trabajadores médicos de la 
salud pública y de la seguridad 
social de corto plazo, afiliados 
al Colegio Médico de Bolivia, 
y el que también viene 
soportando una mayor 
arremetida del gobierno con 
acciones tendientes a su 
descalificación y debilitamiento. 
Una suma de medidas 
gubernamentales que tuvo 
como corolario reciente la 
aprobación de una Acción 
Popular para conculcar el 
derecho a la huelga y acallar las 
demandas de los médicos 
asalariados.

UN SECTOR 
MOVILIZADO
Entre febrero y mayo de 

2012, los médicos asalariados 
de la salud pública del país 
protagonizaron, como nunca 
antes en su historia, una gran 
movilización contra el 
gobierno de Evo Morales en 
rechazo al Decreto Supremo 
1126 (24/01/2012) que 
dispuso arbitrariamente el 
restablecimiento de la jornada 
de ocho horas, desconociendo 
el derecho conquistado por el 
sector de una jornada de seis 
horas y otra de medio tiempo 
de tres horas. Un primer atisbo 
de lucha colectiva se produjo 
en 2010 cuando se movilizaron 
contra el proyecto de ley de 

pensiones promovido por el 
gobierno, incidiendo posi- 
tivamente en la paulatina 
concientización de los 
profesionales médicos respecto 
de sus condiciones y derechos 
laborales afectados (Escobar, 
S. et. al,  2014).

Desde entonces, el sector 
mantuvo un estado de apronte 
y movilización en contra de 
ciertas políticas públicas y en 
defensa de sus derechos 
gremiales y laborales. 
Precisamente en esta tónica, a 
mediados de mayo del presente 
año, el Colegio Médico de 
Bolivia, órgano matriz del 
sector, lideró un paro de 48 
horas en rechazo de los 
decretos supremos 3091 y 3092 
que determinaron la creación 
de la Autoridad de Fiscalización 
y Control del Sistema Nacional 
de Salud y la libre afiliación, 
desafiliación y reafiliación de 
las entidades públicas en la 
seguridad social de corto plazo 
(Eju tv, 17/05/2017).

El gobierno organizó una 
mesa de diálogo con los 

dirigentes del sector para 
negociar la vigencia de ambas 
medidas, empero, esta instancia 
no prosperó porque el 
Defensor del Pueblo había 
interpuesto ante el Tribunal 
Constitucional un recurso de 
Acción Popular en contra del 
Colegio Médico de Bolivia por 
el paro de 48 horas efectuado 
entre el 11 y 12 de mayo por 
haber afectado supuestamente 
el derecho al acceso a la salud 
de la población asegurada. El 
hecho fue calificado por el 
presidente del gremio como 
una "puñalada en la espalda” ya 
que mientras el gobierno  
hablaba de “diálogo”, la 
Defensoría arremetía con una 
medida de penalización de la 
huelga (La Razón, 
29/05/2017).

LOS DECRETOS 
CUESTIONADOS
El Decreto Supremo 3091 

promulgado el 15 de febrero de 
2017, dispuso la creación de la 
Autoridad de Fiscalización y 
Control del Sistema Nacional 

La lucha de los trabajadores médicos

de Salud, una entidad técnica y 
operativa cuya finalidad es 
regular este sistema y “lograr el 
cumplimiento de las políticas y 
normativas nacionales de salud para 
brindar atención de salud con calidad 
a la población boliviana” (Art. 2), 
concentrando para el efecto 
varias atribuciones y funciones.  
Según uno de los dirigentes del 
Colegio Médico de Bolivia, esta 
disposición es inconstitucional 
porque vulnera el artículo 12 
de la CPE que establece que 
“las funciones de los órganos 
públicos no pueden ser 
reunidas en un solo órgano”, 
es decir, una entidad pública 
“no puede ser normador, 
fiscalizador y sancionador” al 
mismo tiempo. Asimismo, de 
acuerdo al dirigente, desconoce 
el artículo 213 de la CPE, por 
asumir las funciones de 
fiscalización y regulación 
otorgadas a la Contraloría 
General del Estado por privar 
competencias a los gobiernos 
departamentales delegadas por 
la Ley de Autonomías (Página 
Siete, 19/05/2017).

La creación de la Autoridad 
mencionada es concomitante 
con el propósito del gobierno 
de implementar un Seguro 
Único de Salud en el país 
recurriendo al patrimonio y 
servicios de las cajas de salud, 
sin invertir en la mejora de la 
infraestructura de salud pública. 
Sin embargo, es ingenuo pensar 
que la creación de una 
Autoridad como la señalada 
pueda contribuir, a través del 
cumplimiento de normas y 
políticas públicas de salud, a la 
mejora de la calidad de la 
atención de salud. Este 
objetivo, y mucho más la 
mejora sustancial de la calidad 
de la atención en salud, pasa 
por impulsar una política 
nacional de salud que con 
recursos suficientes del Estado 
pueda implementar cambios 
trascendentales en 

infraestructura (más hospitales 
de tercer y cuarto nivel), 
equipos y tecnología médica, 
en el número necesario de 
ítems para personal médico y 
en investigación científica, todo 
orientado a promover al acceso 
a un seguro de salud para toda 
la población boliviana. La 
puesta en marcha de esta 
instancia refuerza la estructura 
burocrática y administrativa del 
sistema de salud promovida 
por el gobierno dejando de 
lado los problemas 
estructurales de la salud pública 
en el país.         .

Por consiguiente, la 
constitución de esta Autoridad, 
parece tener otras pretensiones 
de “control y fiscalización” en 
un contexto de franca 
movilización de los 
profesionales médicos y de 
cuestionamiento de la salud 
pública y de la seguridad social 
de corto plazo por parte de 
otros sectores laborales. Contar 
con una instancia que tiene 
entre otras atribuciones 
“sancionar a las entidades del Sistema 
Nacional de Salud que incumplan 
con la normativa vigente” (DS 3091, 
inc. e) o como función 
“implantar medidas correctivas” por 
cualquier “responsabilidad 
administrativa, civil o penal en la 
atención de salud (…)”, (DS 3091, 
inc. f) parece orientarse al 
control y represión de las luchas 
de los trabajadores en salud y 
de cualquier manifestación de 
protesta, bajo el argumento de 
haberse cometido alguna falta 
contra la salud pública que sea 
pasible de sanción.

La otra norma rechazada 
fue el Decreto Supremo 3092, 
promulgado el 15 de febrero 
de 2017 que establece la “libre 
afiliación, desafiliación y reafiliación 
gradual en el seguro social de corto 
plazo” (Art. Único, Par. I), 
aplicable a las entidades y 
empresas públicas en todos sus 
niveles. Esta norma fue elevada 
a rango de ley con la Ley 922 
del 29 de marzo de 2017, 
desoyendo los cuestio- 
namientos del Colegio Médico 
de Bolivia y de otros sectores 
laborales.

Ambas normas desconocen 
la orientación de los Decretos 
Supremos 24540 de 31 de 
marzo de 1997 y 25798 de 2 
junio de 2000 y de la Resolu-
ción Administrativa 168/2000 
de 26 de julio de 2010 dispuesta 
por el Instituto Nacional de 
Seguridad Social que aprueba 
el “Reglamento Específico de 
Afiliación, Desafiliación y 
Reafiliación en el Seguro Social 
de Corto Plazo” para todas las 
empresas públicas y privadas. 
Las disposiciones mencionadas 
establecen en esencia la libre 
elección del trabajador de la 
caja de salud a la cual afiliarse 
y la obligación de las empresas 
de afiliar o reafiliar a sus traba-
jadores.

En e l ca so de l a 
desafiliación, el reglamento 
mencionado determina que la 
empresa debe exponer “los 
motivos debidamente justificados y 
fundamentados sujeto a verificación 
y evaluación del ente gestor 
involucrado” (caja de salud). (Art. 
7) en previsión de que la acción 
de desafiliarse no se convierta 
en un hecho caótico que ponga 
en riesgo la integralidad de la 
seguridad social de corto plazo.

El decreto cuestionado no 
busca velar por la integralidad 
y el fortalecimiento del seguro 
de salud de corto plazo sino 
contribuir a la represión de la 
huelga y del sindicato de uno 

"Lastimosamente, es por cansancio que el Gobierno soluciona todos los problemas. 
Lo ha hecho con varios sectores, quieren desgastarnos como a los discapacitados 
(...). No les gusta solucionar los problemas de fondo” (Dirigente del Colegio Médico 
de La Paz, Página Siete, 03/07/2017).
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de los principales entes gestores 
del país como es la Caja Nacional 
de Salud que cubre a la mayor 
parte de los afiliados de la 
seguridad social de corto plazo. 
Entre los considerandos de esta 
disposición se lee claramente que 
“se ha advertido deficiente atención a 
los asegurados y constantes paros 
generales protagonizados por el 
sindicato de la Caja Nacional de 
Salud, que ponen en constante riesgo 
el acceso al derecho a la salud de la 
población asegurada lo que no permite 
cumplir con el precepto constitucional 
de garantizar y asegurar su atención 
con oportunidad, eficacia y calidad, 
por lo que es necesario que el Gobierno 
(…) asuma medidas para garantizar 
el acceso a la salud de sectores masivos 
de trabajadores.”

El argumento de que las 
acciones de afiliación, 
desafiliación y reafiliación que 
puedan efectuar las entidades 
públicas, podrían coadyuvar a 
garantizar la atención de salud  
con “oportunidad, eficacia y calidad”, 
no tiene asidero alguno, más que 
aquel orientado a penalizar la 
huelga en la creencia de que esta 
acción de los trabajadores es 
perjudicial y atentatoria al 
derecho a la salud de la 
población.  

Es importante recordar que 
el derecho a la salud de la 
población es una responsabilidad 
del Estado no de la población ni 
de sus organizaciones. La 
Constitución Política del Estado 
impulsada por el actual gobierno 
dispone tácitamente que “El 
Estado tiene la obligación indeclinable 
de garantizar y sostener el derecho a 
la salud, que se constituye en una 
función suprema y primera 
responsabilidad financiera” (Art. 37). 
Por consiguiente, garantizar la 
atención de salud, mucho más si 
es con calidad, no pasa por 
promover medidas punitivas e 
irracionales sino, protegiendo 
este derecho, “promoviendo políticas 
púbicas orientadas a mejorar la calidad 
de vida, el bienestar colectivo y el acceso 
gratuito de la población a los servicios 

de salud.” (CPE, Art. 35.I). Entre 
estas políticas está sin duda, la 
política nacional de salud 
demandada por los trabajadores.

En perspectiva, la eventual 
desafiliación de entidades públi-
cas de la Caja Nacional de Salud  
podría afectar significativamente 
el patrimonio y la sostenibilidad 
económica de este ente gestor 
ahondando la crisis que la aqueja 
desde hace varios años atrás y 
por el que es objeto de interven-
ción del gobierno para su “rees-
tructuración”.

"Nosotros estamos en contra de 
estos malditos decretos que ha 
sacado el Gobierno. No vamos a 
retroceder, no vamos a permitir que 
quiera adueñarse del dinero de la 
Caja Nacional de Salud para dar 
salud a todos los bolivianos. 
Entendemos que se quiera que 
todos los bolivianos tengamos salud 
gratuita, pero eso debe pagar el 
Estado, de ninguna manera debe 
salir de la espalda de los 
trabajadores” (Dirigente del 
Sindicato de Trabajadores de 
la Caja Nacional de Salud, 
Página Siete, 27/06/2017).

Finalmente y para corroborar 
una vez más que el gobierno 
despliega acciones represivas 
contra los trabajadores médicos, 
el régimen de Evo Morales 
promulgó el Decreto Supremo 
3174 en fecha 11 de julio de 
2017 que determinó la vigencia 
de un nuevo certificado médico 
gratuito emitido por el Ministerio 
de Salud, dejando sin efecto, el 
certificado que era emitido por 
los Colegios Médicos del país. 
El objetivo no fue poner a 
disposición de la población un 
certificado médico sin costo y, 
sobre todo, veraz e idóneo, sino 
desprestigiar a los galenos 
movilizados y confrontarlos con 
la población. La declaración de 
la actual ministra de salud revela 
esta manifiesta intención al 
señalar que el Colegio Médico 

de Bolivia antes de realizar un 
paro debe "rendir cuentas” por la 
venta de los certificados médicos 
durante 46 años (Página Siete, 
19/05/2017).

LA FUERZA DE LA
LUCHA UNITARIA
Contra los decretos señalados 

y la “acción popular” promovida 
por el Defensor del Pueblo, los 
profesionales médicos junto a 
los maestros urbanos de La Paz, 
fabriles, gremios de profesionales 
y otras organizaciones sociales 
conformaron un Comité 
Nacional de Salud en el 
convencimiento que la lucha por 
el respeto de los derechos a la 
salud, a la seguridad social, a la 
huelga y a la protesta y, en 
general, a la mejora de las 
condiciones laborales y de vida 
de los trabajadores, implica una 
lucha unitaria. El desafío de los 
movilizados es sostener y 
fortalecer las alianzas 
establecidas.

Mientras el gobierno  hablaba 
de “diálogo”, el Defensor del 
Pueblo arremetía con una 

medida de penalización de la 
huelga. El hecho resultó como 
una puñalada en la espalda

Los colegios 
médicos se 
organizaron para 
movilizarse por sus 
derechos en todo 
el país.
(Foto: Fernando 
Balderrama, Los 
Tiempos, 
08/04/2017).
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n los últimos años, uno de 
los sectores más 

movilizados en el país es el de 
los trabajadores médicos de la 
salud pública y de la seguridad 
social de corto plazo, afiliados 
al Colegio Médico de Bolivia, 
y el que también viene 
soportando una mayor 
arremetida del gobierno con 
acciones tendientes a su 
descalificación y debilitamiento. 
Una suma de medidas 
gubernamentales que tuvo 
como corolario reciente la 
aprobación de una Acción 
Popular para conculcar el 
derecho a la huelga y acallar las 
demandas de los médicos 
asalariados.

UN SECTOR 
MOVILIZADO
Entre febrero y mayo de 

2012, los médicos asalariados 
de la salud pública del país 
protagonizaron, como nunca 
antes en su historia, una gran 
movilización contra el 
gobierno de Evo Morales en 
rechazo al Decreto Supremo 
1126 (24/01/2012) que 
dispuso arbitrariamente el 
restablecimiento de la jornada 
de ocho horas, desconociendo 
el derecho conquistado por el 
sector de una jornada de seis 
horas y otra de medio tiempo 
de tres horas. Un primer atisbo 
de lucha colectiva se produjo 
en 2010 cuando se movilizaron 
contra el proyecto de ley de 

pensiones promovido por el 
gobierno, incidiendo posi- 
tivamente en la paulatina 
concientización de los 
profesionales médicos respecto 
de sus condiciones y derechos 
laborales afectados (Escobar, 
S. et. al,  2014).

Desde entonces, el sector 
mantuvo un estado de apronte 
y movilización en contra de 
ciertas políticas públicas y en 
defensa de sus derechos 
gremiales y laborales. 
Precisamente en esta tónica, a 
mediados de mayo del presente 
año, el Colegio Médico de 
Bolivia, órgano matriz del 
sector, lideró un paro de 48 
horas en rechazo de los 
decretos supremos 3091 y 3092 
que determinaron la creación 
de la Autoridad de Fiscalización 
y Control del Sistema Nacional 
de Salud y la libre afiliación, 
desafiliación y reafiliación de 
las entidades públicas en la 
seguridad social de corto plazo 
(Eju tv, 17/05/2017).

El gobierno organizó una 
mesa de diálogo con los 

dirigentes del sector para 
negociar la vigencia de ambas 
medidas, empero, esta instancia 
no prosperó porque el 
Defensor del Pueblo había 
interpuesto ante el Tribunal 
Constitucional un recurso de 
Acción Popular en contra del 
Colegio Médico de Bolivia por 
el paro de 48 horas efectuado 
entre el 11 y 12 de mayo por 
haber afectado supuestamente 
el derecho al acceso a la salud 
de la población asegurada. El 
hecho fue calificado por el 
presidente del gremio como 
una "puñalada en la espalda” ya 
que mientras el gobierno  
hablaba de “diálogo”, la 
Defensoría arremetía con una 
medida de penalización de la 
huelga (La Razón, 
29/05/2017).

LOS DECRETOS 
CUESTIONADOS
El Decreto Supremo 3091 

promulgado el 15 de febrero de 
2017, dispuso la creación de la 
Autoridad de Fiscalización y 
Control del Sistema Nacional 

de Salud, una entidad técnica y 
operativa cuya finalidad es 
regular este sistema y “lograr el 
cumplimiento de las políticas y 
normativas nacionales de salud para 
brindar atención de salud con calidad 
a la población boliviana” (Art. 2), 
concentrando para el efecto 
varias atribuciones y funciones.  
Según uno de los dirigentes del 
Colegio Médico de Bolivia, esta 
disposición es inconstitucional 
porque vulnera el artículo 12 
de la CPE que establece que 
“las funciones de los órganos 
públicos no pueden ser 
reunidas en un solo órgano”, 
es decir, una entidad pública 
“no puede ser normador, 
fiscalizador y sancionador” al 
mismo tiempo. Asimismo, de 
acuerdo al dirigente, desconoce 
el artículo 213 de la CPE, por 
asumir las funciones de 
fiscalización y regulación 
otorgadas a la Contraloría 
General del Estado por privar 
competencias a los gobiernos 
departamentales delegadas por 
la Ley de Autonomías (Página 
Siete, 19/05/2017).

La creación de la Autoridad 
mencionada es concomitante 
con el propósito del gobierno 
de implementar un Seguro 
Único de Salud en el país 
recurriendo al patrimonio y 
servicios de las cajas de salud, 
sin invertir en la mejora de la 
infraestructura de salud pública. 
Sin embargo, es ingenuo pensar 
que la creación de una 
Autoridad como la señalada 
pueda contribuir, a través del 
cumplimiento de normas y 
políticas públicas de salud, a la 
mejora de la calidad de la 
atención de salud. Este 
objetivo, y mucho más la 
mejora sustancial de la calidad 
de la atención en salud, pasa 
por impulsar una política 
nacional de salud que con 
recursos suficientes del Estado 
pueda implementar cambios 
trascendentales en 

infraestructura (más hospitales 
de tercer y cuarto nivel), 
equipos y tecnología médica, 
en el número necesario de 
ítems para personal médico y 
en investigación científica, todo 
orientado a promover al acceso 
a un seguro de salud para toda 
la población boliviana. La 
puesta en marcha de esta 
instancia refuerza la estructura 
burocrática y administrativa del 
sistema de salud promovida 
por el gobierno dejando de 
lado los problemas 
estructurales de la salud pública 
en el país.         .

Por consiguiente, la 
constitución de esta Autoridad, 
parece tener otras pretensiones 
de “control y fiscalización” en 
un contexto de franca 
movilización de los 
profesionales médicos y de 
cuestionamiento de la salud 
pública y de la seguridad social 
de corto plazo por parte de 
otros sectores laborales. Contar 
con una instancia que tiene 
entre otras atribuciones 
“sancionar a las entidades del Sistema 
Nacional de Salud que incumplan 
con la normativa vigente” (DS 3091, 
inc. e) o como función 
“implantar medidas correctivas” por 
cualquier “responsabilidad 
administrativa, civil o penal en la 
atención de salud (…)”, (DS 3091, 
inc. f) parece orientarse al 
control y represión de las luchas 
de los trabajadores en salud y 
de cualquier manifestación de 
protesta, bajo el argumento de 
haberse cometido alguna falta 
contra la salud pública que sea 
pasible de sanción.

La otra norma rechazada 
fue el Decreto Supremo 3092, 
promulgado el 15 de febrero 
de 2017 que establece la “libre 
afiliación, desafiliación y reafiliación 
gradual en el seguro social de corto 
plazo” (Art. Único, Par. I), 
aplicable a las entidades y 
empresas públicas en todos sus 
niveles. Esta norma fue elevada 
a rango de ley con la Ley 922 
del 29 de marzo de 2017, 
desoyendo los cuestio- 
namientos del Colegio Médico 
de Bolivia y de otros sectores 
laborales.

Ambas normas desconocen 
la orientación de los Decretos 
Supremos 24540 de 31 de 
marzo de 1997 y 25798 de 2 
junio de 2000 y de la Resolu-
ción Administrativa 168/2000 
de 26 de julio de 2010 dispuesta 
por el Instituto Nacional de 
Seguridad Social que aprueba 
el “Reglamento Específico de 
Afiliación, Desafiliación y 
Reafiliación en el Seguro Social 
de Corto Plazo” para todas las 
empresas públicas y privadas. 
Las disposiciones mencionadas 
establecen en esencia la libre 
elección del trabajador de la 
caja de salud a la cual afiliarse 
y la obligación de las empresas 
de afiliar o reafiliar a sus traba-
jadores.

En e l ca so de l a 
desafiliación, el reglamento 
mencionado determina que la 
empresa debe exponer “los 
motivos debidamente justificados y 
fundamentados sujeto a verificación 
y evaluación del ente gestor 
involucrado” (caja de salud). (Art. 
7) en previsión de que la acción 
de desafiliarse no se convierta 
en un hecho caótico que ponga 
en riesgo la integralidad de la 
seguridad social de corto plazo.

El decreto cuestionado no 
busca velar por la integralidad 
y el fortalecimiento del seguro 
de salud de corto plazo sino 
contribuir a la represión de la 
huelga y del sindicato de uno 

de los principales entes gestores 
del país como es la Caja Nacional 
de Salud que cubre a la mayor 
parte de los afiliados de la 
seguridad social de corto plazo. 
Entre los considerandos de esta 
disposición se lee claramente que 
“se ha advertido deficiente atención a 
los asegurados y constantes paros 
generales protagonizados por el 
sindicato de la Caja Nacional de 
Salud, que ponen en constante riesgo 
el acceso al derecho a la salud de la 
población asegurada lo que no permite 
cumplir con el precepto constitucional 
de garantizar y asegurar su atención 
con oportunidad, eficacia y calidad, 
por lo que es necesario que el Gobierno 
(…) asuma medidas para garantizar 
el acceso a la salud de sectores masivos 
de trabajadores.”

El argumento de que las 
acciones de afiliación, 
desafiliación y reafiliación que 
puedan efectuar las entidades 
públicas, podrían coadyuvar a 
garantizar la atención de salud  
con “oportunidad, eficacia y calidad”, 
no tiene asidero alguno, más que 
aquel orientado a penalizar la 
huelga en la creencia de que esta 
acción de los trabajadores es 
perjudicial y atentatoria al 
derecho a la salud de la 
población.  

Es importante recordar que 
el derecho a la salud de la 
población es una responsabilidad 
del Estado no de la población ni 
de sus organizaciones. La 
Constitución Política del Estado 
impulsada por el actual gobierno 
dispone tácitamente que “El 
Estado tiene la obligación indeclinable 
de garantizar y sostener el derecho a 
la salud, que se constituye en una 
función suprema y primera 
responsabilidad financiera” (Art. 37). 
Por consiguiente, garantizar la 
atención de salud, mucho más si 
es con calidad, no pasa por 
promover medidas punitivas e 
irracionales sino, protegiendo 
este derecho, “promoviendo políticas 
púbicas orientadas a mejorar la calidad 
de vida, el bienestar colectivo y el acceso 
gratuito de la población a los servicios 

de salud.” (CPE, Art. 35.I). Entre 
estas políticas está sin duda, la 
política nacional de salud 
demandada por los trabajadores.

En perspectiva, la eventual 
desafiliación de entidades públi-
cas de la Caja Nacional de Salud  
podría afectar significativamente 
el patrimonio y la sostenibilidad 
económica de este ente gestor 
ahondando la crisis que la aqueja 
desde hace varios años atrás y 
por el que es objeto de interven-
ción del gobierno para su “rees-
tructuración”.

"Nosotros estamos en contra de 
estos malditos decretos que ha 
sacado el Gobierno. No vamos a 
retroceder, no vamos a permitir que 
quiera adueñarse del dinero de la 
Caja Nacional de Salud para dar 
salud a todos los bolivianos. 
Entendemos que se quiera que 
todos los bolivianos tengamos salud 
gratuita, pero eso debe pagar el 
Estado, de ninguna manera debe 
salir de la espalda de los 
trabajadores” (Dirigente del 
Sindicato de Trabajadores de 
la Caja Nacional de Salud, 
Página Siete, 27/06/2017).

Finalmente y para corroborar 
una vez más que el gobierno 
despliega acciones represivas 
contra los trabajadores médicos, 
el régimen de Evo Morales 
promulgó el Decreto Supremo 
3174 en fecha 11 de julio de 
2017 que determinó la vigencia 
de un nuevo certificado médico 
gratuito emitido por el Ministerio 
de Salud, dejando sin efecto, el 
certificado que era emitido por 
los Colegios Médicos del país. 
El objetivo no fue poner a 
disposición de la población un 
certificado médico sin costo y, 
sobre todo, veraz e idóneo, sino 
desprestigiar a los galenos 
movilizados y confrontarlos con 
la población. La declaración de 
la actual ministra de salud revela 
esta manifiesta intención al 
señalar que el Colegio Médico 

de Bolivia antes de realizar un 
paro debe "rendir cuentas” por la 
venta de los certificados médicos 
durante 46 años (Página Siete, 
19/05/2017).

LA FUERZA DE LA
LUCHA UNITARIA
Contra los decretos señalados 

y la “acción popular” promovida 
por el Defensor del Pueblo, los 
profesionales médicos junto a 
los maestros urbanos de La Paz, 
fabriles, gremios de profesionales 
y otras organizaciones sociales 
conformaron un Comité 
Nacional de Salud en el 
convencimiento que la lucha por 
el respeto de los derechos a la 
salud, a la seguridad social, a la 
huelga y a la protesta y, en 
general, a la mejora de las 
condiciones laborales y de vida 
de los trabajadores, implica una 
lucha unitaria. El desafío de los 
movilizados es sostener y 
fortalecer las alianzas 
establecidas.

La mejora sustancial de la 
calidad de la atención en 

salud, pasa por impulsar una 
política nacional de salud que 
con recursos suficientes del 
Estado pueda implementar 
cambios trascendentales
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n los últimos años, uno de 
los sectores más 

movilizados en el país es el de 
los trabajadores médicos de la 
salud pública y de la seguridad 
social de corto plazo, afiliados 
al Colegio Médico de Bolivia, 
y el que también viene 
soportando una mayor 
arremetida del gobierno con 
acciones tendientes a su 
descalificación y debilitamiento. 
Una suma de medidas 
gubernamentales que tuvo 
como corolario reciente la 
aprobación de una Acción 
Popular para conculcar el 
derecho a la huelga y acallar las 
demandas de los médicos 
asalariados.

UN SECTOR 
MOVILIZADO
Entre febrero y mayo de 

2012, los médicos asalariados 
de la salud pública del país 
protagonizaron, como nunca 
antes en su historia, una gran 
movilización contra el 
gobierno de Evo Morales en 
rechazo al Decreto Supremo 
1126 (24/01/2012) que 
dispuso arbitrariamente el 
restablecimiento de la jornada 
de ocho horas, desconociendo 
el derecho conquistado por el 
sector de una jornada de seis 
horas y otra de medio tiempo 
de tres horas. Un primer atisbo 
de lucha colectiva se produjo 
en 2010 cuando se movilizaron 
contra el proyecto de ley de 

pensiones promovido por el 
gobierno, incidiendo posi- 
tivamente en la paulatina 
concientización de los 
profesionales médicos respecto 
de sus condiciones y derechos 
laborales afectados (Escobar, 
S. et. al,  2014).

Desde entonces, el sector 
mantuvo un estado de apronte 
y movilización en contra de 
ciertas políticas públicas y en 
defensa de sus derechos 
gremiales y laborales. 
Precisamente en esta tónica, a 
mediados de mayo del presente 
año, el Colegio Médico de 
Bolivia, órgano matriz del 
sector, lideró un paro de 48 
horas en rechazo de los 
decretos supremos 3091 y 3092 
que determinaron la creación 
de la Autoridad de Fiscalización 
y Control del Sistema Nacional 
de Salud y la libre afiliación, 
desafiliación y reafiliación de 
las entidades públicas en la 
seguridad social de corto plazo 
(Eju tv, 17/05/2017).

El gobierno organizó una 
mesa de diálogo con los 

dirigentes del sector para 
negociar la vigencia de ambas 
medidas, empero, esta instancia 
no prosperó porque el 
Defensor del Pueblo había 
interpuesto ante el Tribunal 
Constitucional un recurso de 
Acción Popular en contra del 
Colegio Médico de Bolivia por 
el paro de 48 horas efectuado 
entre el 11 y 12 de mayo por 
haber afectado supuestamente 
el derecho al acceso a la salud 
de la población asegurada. El 
hecho fue calificado por el 
presidente del gremio como 
una "puñalada en la espalda” ya 
que mientras el gobierno  
hablaba de “diálogo”, la 
Defensoría arremetía con una 
medida de penalización de la 
huelga (La Razón, 
29/05/2017).

LOS DECRETOS 
CUESTIONADOS
El Decreto Supremo 3091 

promulgado el 15 de febrero de 
2017, dispuso la creación de la 
Autoridad de Fiscalización y 
Control del Sistema Nacional 

de Salud, una entidad técnica y 
operativa cuya finalidad es 
regular este sistema y “lograr el 
cumplimiento de las políticas y 
normativas nacionales de salud para 
brindar atención de salud con calidad 
a la población boliviana” (Art. 2), 
concentrando para el efecto 
varias atribuciones y funciones.  
Según uno de los dirigentes del 
Colegio Médico de Bolivia, esta 
disposición es inconstitucional 
porque vulnera el artículo 12 
de la CPE que establece que 
“las funciones de los órganos 
públicos no pueden ser 
reunidas en un solo órgano”, 
es decir, una entidad pública 
“no puede ser normador, 
fiscalizador y sancionador” al 
mismo tiempo. Asimismo, de 
acuerdo al dirigente, desconoce 
el artículo 213 de la CPE, por 
asumir las funciones de 
fiscalización y regulación 
otorgadas a la Contraloría 
General del Estado por privar 
competencias a los gobiernos 
departamentales delegadas por 
la Ley de Autonomías (Página 
Siete, 19/05/2017).

La creación de la Autoridad 
mencionada es concomitante 
con el propósito del gobierno 
de implementar un Seguro 
Único de Salud en el país 
recurriendo al patrimonio y 
servicios de las cajas de salud, 
sin invertir en la mejora de la 
infraestructura de salud pública. 
Sin embargo, es ingenuo pensar 
que la creación de una 
Autoridad como la señalada 
pueda contribuir, a través del 
cumplimiento de normas y 
políticas públicas de salud, a la 
mejora de la calidad de la 
atención de salud. Este 
objetivo, y mucho más la 
mejora sustancial de la calidad 
de la atención en salud, pasa 
por impulsar una política 
nacional de salud que con 
recursos suficientes del Estado 
pueda implementar cambios 
trascendentales en 

infraestructura (más hospitales 
de tercer y cuarto nivel), 
equipos y tecnología médica, 
en el número necesario de 
ítems para personal médico y 
en investigación científica, todo 
orientado a promover al acceso 
a un seguro de salud para toda 
la población boliviana. La 
puesta en marcha de esta 
instancia refuerza la estructura 
burocrática y administrativa del 
sistema de salud promovida 
por el gobierno dejando de 
lado los problemas 
estructurales de la salud pública 
en el país.         .

Por consiguiente, la 
constitución de esta Autoridad, 
parece tener otras pretensiones 
de “control y fiscalización” en 
un contexto de franca 
movilización de los 
profesionales médicos y de 
cuestionamiento de la salud 
pública y de la seguridad social 
de corto plazo por parte de 
otros sectores laborales. Contar 
con una instancia que tiene 
entre otras atribuciones 
“sancionar a las entidades del Sistema 
Nacional de Salud que incumplan 
con la normativa vigente” (DS 3091, 
inc. e) o como función 
“implantar medidas correctivas” por 
cualquier “responsabilidad 
administrativa, civil o penal en la 
atención de salud (…)”, (DS 3091, 
inc. f) parece orientarse al 
control y represión de las luchas 
de los trabajadores en salud y 
de cualquier manifestación de 
protesta, bajo el argumento de 
haberse cometido alguna falta 
contra la salud pública que sea 
pasible de sanción.

La otra norma rechazada 
fue el Decreto Supremo 3092, 
promulgado el 15 de febrero 
de 2017 que establece la “libre 
afiliación, desafiliación y reafiliación 
gradual en el seguro social de corto 
plazo” (Art. Único, Par. I), 
aplicable a las entidades y 
empresas públicas en todos sus 
niveles. Esta norma fue elevada 
a rango de ley con la Ley 922 
del 29 de marzo de 2017, 
desoyendo los cuestio- 
namientos del Colegio Médico 
de Bolivia y de otros sectores 
laborales.

Ambas normas desconocen 
la orientación de los Decretos 
Supremos 24540 de 31 de 
marzo de 1997 y 25798 de 2 
junio de 2000 y de la Resolu-
ción Administrativa 168/2000 
de 26 de julio de 2010 dispuesta 
por el Instituto Nacional de 
Seguridad Social que aprueba 
el “Reglamento Específico de 
Afiliación, Desafiliación y 
Reafiliación en el Seguro Social 
de Corto Plazo” para todas las 
empresas públicas y privadas. 
Las disposiciones mencionadas 
establecen en esencia la libre 
elección del trabajador de la 
caja de salud a la cual afiliarse 
y la obligación de las empresas 
de afiliar o reafiliar a sus traba-
jadores.

En e l ca so de l a 
desafiliación, el reglamento 
mencionado determina que la 
empresa debe exponer “los 
motivos debidamente justificados y 
fundamentados sujeto a verificación 
y evaluación del ente gestor 
involucrado” (caja de salud). (Art. 
7) en previsión de que la acción 
de desafiliarse no se convierta 
en un hecho caótico que ponga 
en riesgo la integralidad de la 
seguridad social de corto plazo.

El decreto cuestionado no 
busca velar por la integralidad 
y el fortalecimiento del seguro 
de salud de corto plazo sino 
contribuir a la represión de la 
huelga y del sindicato de uno 

de los principales entes gestores 
del país como es la Caja Nacional 
de Salud que cubre a la mayor 
parte de los afiliados de la 
seguridad social de corto plazo. 
Entre los considerandos de esta 
disposición se lee claramente que 
“se ha advertido deficiente atención a 
los asegurados y constantes paros 
generales protagonizados por el 
sindicato de la Caja Nacional de 
Salud, que ponen en constante riesgo 
el acceso al derecho a la salud de la 
población asegurada lo que no permite 
cumplir con el precepto constitucional 
de garantizar y asegurar su atención 
con oportunidad, eficacia y calidad, 
por lo que es necesario que el Gobierno 
(…) asuma medidas para garantizar 
el acceso a la salud de sectores masivos 
de trabajadores.”

El argumento de que las 
acciones de afiliación, 
desafiliación y reafiliación que 
puedan efectuar las entidades 
públicas, podrían coadyuvar a 
garantizar la atención de salud  
con “oportunidad, eficacia y calidad”, 
no tiene asidero alguno, más que 
aquel orientado a penalizar la 
huelga en la creencia de que esta 
acción de los trabajadores es 
perjudicial y atentatoria al 
derecho a la salud de la 
población.  

Es importante recordar que 
el derecho a la salud de la 
población es una responsabilidad 
del Estado no de la población ni 
de sus organizaciones. La 
Constitución Política del Estado 
impulsada por el actual gobierno 
dispone tácitamente que “El 
Estado tiene la obligación indeclinable 
de garantizar y sostener el derecho a 
la salud, que se constituye en una 
función suprema y primera 
responsabilidad financiera” (Art. 37). 
Por consiguiente, garantizar la 
atención de salud, mucho más si 
es con calidad, no pasa por 
promover medidas punitivas e 
irracionales sino, protegiendo 
este derecho, “promoviendo políticas 
púbicas orientadas a mejorar la calidad 
de vida, el bienestar colectivo y el acceso 
gratuito de la población a los servicios 

de salud.” (CPE, Art. 35.I). Entre 
estas políticas está sin duda, la 
política nacional de salud 
demandada por los trabajadores.

En perspectiva, la eventual 
desafiliación de entidades públi-
cas de la Caja Nacional de Salud  
podría afectar significativamente 
el patrimonio y la sostenibilidad 
económica de este ente gestor 
ahondando la crisis que la aqueja 
desde hace varios años atrás y 
por el que es objeto de interven-
ción del gobierno para su “rees-
tructuración”.

"Nosotros estamos en contra de 
estos malditos decretos que ha 
sacado el Gobierno. No vamos a 
retroceder, no vamos a permitir que 
quiera adueñarse del dinero de la 
Caja Nacional de Salud para dar 
salud a todos los bolivianos. 
Entendemos que se quiera que 
todos los bolivianos tengamos salud 
gratuita, pero eso debe pagar el 
Estado, de ninguna manera debe 
salir de la espalda de los 
trabajadores” (Dirigente del 
Sindicato de Trabajadores de 
la Caja Nacional de Salud, 
Página Siete, 27/06/2017).

Finalmente y para corroborar 
una vez más que el gobierno 
despliega acciones represivas 
contra los trabajadores médicos, 
el régimen de Evo Morales 
promulgó el Decreto Supremo 
3174 en fecha 11 de julio de 
2017 que determinó la vigencia 
de un nuevo certificado médico 
gratuito emitido por el Ministerio 
de Salud, dejando sin efecto, el 
certificado que era emitido por 
los Colegios Médicos del país. 
El objetivo no fue poner a 
disposición de la población un 
certificado médico sin costo y, 
sobre todo, veraz e idóneo, sino 
desprestigiar a los galenos 
movilizados y confrontarlos con 
la población. La declaración de 
la actual ministra de salud revela 
esta manifiesta intención al 
señalar que el Colegio Médico 

de Bolivia antes de realizar un 
paro debe "rendir cuentas” por la 
venta de los certificados médicos 
durante 46 años (Página Siete, 
19/05/2017).

LA FUERZA DE LA
LUCHA UNITARIA
Contra los decretos señalados 

y la “acción popular” promovida 
por el Defensor del Pueblo, los 
profesionales médicos junto a 
los maestros urbanos de La Paz, 
fabriles, gremios de profesionales 
y otras organizaciones sociales 
conformaron un Comité 
Nacional de Salud en el 
convencimiento que la lucha por 
el respeto de los derechos a la 
salud, a la seguridad social, a la 
huelga y a la protesta y, en 
general, a la mejora de las 
condiciones laborales y de vida 
de los trabajadores, implica una 
lucha unitaria. El desafío de los 
movilizados es sostener y 
fortalecer las alianzas 
establecidas.

Estudiantes de medicina también se sumaron a las 
protestas de médicos.
(Foto: Pedro Laguna. Archivo. La Razón 04/02/2015).
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on sujeción a sus competencias 
específicas, la Autoridad de 
Fiscalización y Control de 

Electricidad (AE), ha autorizado a 
las empresas distribuidoras un 
incremento del 3% en las tarifas a 
los usuarios finales. Las explicaciones 
de las autoridades no han logrado 
aclarar las razones del alza, salvo que 
ésta ocurre cada año y que está ligada 
a la sostenibilidad de las empresas.

Que las tarifas se incrementen o 
disminuyan no debiera sorprender-
nos; la actualización de su valor 
res-ponde a una serie de factores 
económicos, técnicos y de política 
pública. Tampoco es una novedad 
que las empresas e instituciones bajo 
cuya responsabilidad está el desem-
peño del sector carguen dicho incre-
mento sobre los usuarios finales, 
incluso si las razones que justifican 
el incremento se atribuyen a deficien-
cias en el manejo del sector. Y no se 
trata sólo del monto del incremento, 
sino que quienes lo van a pagar 
merecen una clara explicación de las 
razones por las que esto pasa y 
tengan la plena seguridad de que las 
cosas están manejadas con la 
excelencia que el caso requiere. Los 
usuarios necesitan saber que la 
autoridad res-ponsable de la regula-
ción sigue cumpliendo su función 
primigenia, la defensa de los consu-
midores, y que no ha subordinado 
su gestión a los intereses empresaria-
les aun cuando éstos sean de las 
empresas estatales. 

Debemos, en primer lugar, 
revisar la magnitud del impacto de 
este incremento en el sector 
residencial, por tres razones: es el 
principal consumidor de electricidad 
del sistema; agrupa a la mayor 
cantidad de usuarios y, deberá no 
sólo pagar el costo directo de la 
medida, sino todos los costos 
derivados de la misma. Veamos. El 
consumo medio en el sector 
residencial —a diciembre de 2015— 
fue de 116 kWh/mes por usuario, 
que a una tarifa de 0.63 Bs/kWh 
suponía un gasto mensual por 
usuario del orden de 74 Bs. Para un 
consumidor medio el incremento 
tarifario representará una erogación 
adicional de 2.21 Bs/mes. En el caso 

de los usuarios de menor consumo 
y que se benefician de la Tarifa 
Dignidad, el incremento neto no 
superará 1 Bs/mes. Este es el costo 
directo que los usuarios de la 
categoría residencial deberán pagar 
mensualmente, al que debe sumarse 
el incremento en los precios de los 
bienes y servicios que los 
comerciantes e industriales realizarán 
como efecto de la medida, y que les 
serán transferidos desde el mismo 
día de su anuncio. 

La cuestión no termina en que el 
incremento sea de 1 ó 2 Bs/mes por 
cada usuario. El hecho es que en un 
mercado en el que se comercializan 
alrededor de 7.000 GWh/año de 
electricidad por un valor del orden 
de 640 millones de dólares, un 
incremento del 3% representa un 
monto cercano a 20 millones de 
dólares que serán pagados por todos 
los consumidores y recaudados por 
las empresas, incluidas las industrias 
y los comercios. Como se ve, no es 
un tema menor y los consumidores 
debieran ser adecuadamente 
informados de cuál será el destino 
de este monto que —aunque 
individualmente parezca pequeño— 
es fruto de su trabajo. 

Debiéramos suponer, que el 
dinero recaudado estará destinado a 
incrementar los ingresos de las 
empresas para cubrir mayores costos 
operativos, es decir, mayor demanda 
de gas natural por unidad de 
electricidad generada; incrementos 
de sueldos y salarios; incrementos 
de las utilidades, etc. Todo esto en 
el ámbito de la especulación, pues, 
como se anticipaba, las explicaciones 
de las autoridades son insuficientes 
y los usuarios no tienen acceso a un 
detalle de los costos de las empresas.

La preocupación va en aumento 
cuando las mismas autoridades dicen 

que serán las empresas las 
responsables de establecer las cuotas 
de incremento entre los diferentes 
sectores de consumidores, 
renunciando a su rol de gestor 
público y desnudando las debilidades 
de la política pública en el sector. 
Creemos que el tema es mucho más 
complejo que la sola distribución de 
las cuotas de incremento, la 
discusión se traslada al campo de la 
política pública.

Los usuarios del sistema tiene el 
derecho —y la obligación— de saber 
que el precio del gas natural para la 
generación de electricidad está 
congelado en 1.30 dólares el millar 
de pies cúbicos desde hace unos 
veinte años y, que bajo este mecanis-
mo, el Estado renuncia a una renta 
que el combustible hubiese ganado 
en el mercado de exportación. Dado 
que más del 80% de la energía 
primaria que ingresa a las centrales 
de generación está constituida por 
gas natural, muchos especialistas 
afirman, con buen criterio, que la 
electricidad en Bolivia está subsidia-
da. Y si hay subsidios de por medio, 
el rol de los gestores de la política 
pública es simplemente inexcusable, 
pues los subsidios se reflejarán en 
las tarifas y en la eficiencia del 
sistema. 

En efecto, la tarifa media del 
sistema a finales de 2015 y en valores 
constantes del dólar americano de 
2005, tenía un valor de 7.7 centavos 
de dólar por kilovatio-hora 
(cUS$/kWh), similar al de 1992. 
Había alcanzado un valor mínimo 
de 6.1 cUS$/kWh allá por el año 
2006 y, desde entonces, la tendencia 
ha sido ascendente hasta llegar al 
valor mencionado de 7.7 centavos. 
Ahora bien, si obviamos la pérdida 
del valor del dólar americano, la tarifa 
media en el mismo período, habría 

C
Una vieja carga sobre el excedente 
nacional y el esfuerzo de los 
trabajadores

LOS COSTOS DE LA ELECTRICIDAD

¿Va a continuar el Estado subsidiando la electricidad, por ejemplo, para las 
operaciones mineras y, al mismo tiempo, trasladar los costos de las enormes 
pérdidas de energía sobre todos los consumidores? 

subido desde 5.5 cUS$/kWh en 1992, 
hasta 9.3 cUS$/kWh en 2015. Sin 
embargo, esta evolución que se 
muestra en la figura adjunta, es sólo 
de la tarifa media del sistema. Si se 
observa la evolución de las tarifas en 
algunos sectores que componen el 
sistema podremos advertir que la 
gestión del sector requiere la atención 
de las autoridades en muchos aspectos. 

Para empezar, antes de la reforma 
liberal de 1994, la tarifa del sector 
residencial era mucho más baja que la 
tarifa media del sistema y era 
compensada por el alto valor de las 
tarifas del sector comercial y del sector 
minero. ¿Con qué finalidad y bajo qué 
definiciones de política pública se 
buscó allá por el año 2005, que la tarifa 
del sector residencial se iguale a la tarifa 
media?. Por otra parte, la tarifa de la 
minería de ser la más alta (12.6 
cU$kWh) pasó a convertirse en la más 
baja del sistema (5.7 cUS$/kWh), 
situación que según la información 
oficial, se mantuvo vigente al menos 
hasta fines del 2015.

También se puede observar que la 
tarifa del sector comercial/general, se 

mantiene como la más alta del sistema 
y en esta situación se encuentra lo 
mismo a un banco o un hotel, que a 
una escuela o un hospital. 

Entonces, la pregunta es la 
siguiente: ¿a quién o a quiénes debiera 
beneficiar el subsidio a la electricidad? 
Pues no es lo mismo subsidiar la 
electricidad a un hospital, una escuela, 
un centro de acogida de adultos 
mayores o a un orfelinato, que a una 
entidad privada o estatal orientada a 
la generación de retornos al capital, 
sea ésta un banco, una transnacional 
que exporta minerales, una industria 
transnacional, o una empresa pública 
cuyas rentas monopólicas estarán 
destinadas, en primera instancia, a 
pagar los costos de reproducción de 
la clase dirigente. 

Debe anotarse, también que el 
precio congelado del gas natural ha 
propiciado la masiva inversión, antes 
privada y ahora estatal, en equipos de 
generación de electricidad a gas natural 
cuya eficiencia siempre será baja. 
Producto de ello, la eficiencia del 
sistema de generación boliviano es la 
más baja de la región sudamericana; 

es decir, estamos quemando el gas y 
la renta a la que el Estado renunció al 
congelar su precio, de la manera más 
ineficiente. Pero no sólo eso, como 
resultado de la baja eficiencia en los 
sistemas de generación, los 
consumidores no sólo debemos pagar 
por la electricidad que utilizamos, sino 
también por todas las pérdidas del 
sistema que en 23 años de vigencia de 
la Ley de Electricidad, sólo se 
incrementaron.

En este contexto, la interrogante 
que se plantea ya es obvia: ¿Va a 
continuar el Estado subsidiando la 
electricidad, por ejemplo, para las 
operaciones mineras al mismo tiempo 
que traslada los costos de las enormes 
pérdidas de energía sobre todos los 
consumidores?. Son estas y muchas 
más las razones por las que la 
ciudadanía está preocupada. Continúa 
esperando mayor información, 
transparencia y un rol efectivo de las 
autoridades en la política pública de 
un sector que está gritando por 
reformas hace muchísimo tiempo.
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on sujeción a sus competencias 
específicas, la Autoridad de 
Fiscalización y Control de 

Electricidad (AE), ha autorizado a 
las empresas distribuidoras un 
incremento del 3% en las tarifas a 
los usuarios finales. Las explicaciones 
de las autoridades no han logrado 
aclarar las razones del alza, salvo que 
ésta ocurre cada año y que está ligada 
a la sostenibilidad de las empresas.

Que las tarifas se incrementen o 
disminuyan no debiera sorprender-
nos; la actualización de su valor 
res-ponde a una serie de factores 
económicos, técnicos y de política 
pública. Tampoco es una novedad 
que las empresas e instituciones bajo 
cuya responsabilidad está el desem-
peño del sector carguen dicho incre-
mento sobre los usuarios finales, 
incluso si las razones que justifican 
el incremento se atribuyen a deficien-
cias en el manejo del sector. Y no se 
trata sólo del monto del incremento, 
sino que quienes lo van a pagar 
merecen una clara explicación de las 
razones por las que esto pasa y 
tengan la plena seguridad de que las 
cosas están manejadas con la 
excelencia que el caso requiere. Los 
usuarios necesitan saber que la 
autoridad res-ponsable de la regula-
ción sigue cumpliendo su función 
primigenia, la defensa de los consu-
midores, y que no ha subordinado 
su gestión a los intereses empresaria-
les aun cuando éstos sean de las 
empresas estatales. 

Debemos, en primer lugar, 
revisar la magnitud del impacto de 
este incremento en el sector 
residencial, por tres razones: es el 
principal consumidor de electricidad 
del sistema; agrupa a la mayor 
cantidad de usuarios y, deberá no 
sólo pagar el costo directo de la 
medida, sino todos los costos 
derivados de la misma. Veamos. El 
consumo medio en el sector 
residencial —a diciembre de 2015— 
fue de 116 kWh/mes por usuario, 
que a una tarifa de 0.63 Bs/kWh 
suponía un gasto mensual por 
usuario del orden de 74 Bs. Para un 
consumidor medio el incremento 
tarifario representará una erogación 
adicional de 2.21 Bs/mes. En el caso 

de los usuarios de menor consumo 
y que se benefician de la Tarifa 
Dignidad, el incremento neto no 
superará 1 Bs/mes. Este es el costo 
directo que los usuarios de la 
categoría residencial deberán pagar 
mensualmente, al que debe sumarse 
el incremento en los precios de los 
bienes y servicios que los 
comerciantes e industriales realizarán 
como efecto de la medida, y que les 
serán transferidos desde el mismo 
día de su anuncio. 

La cuestión no termina en que el 
incremento sea de 1 ó 2 Bs/mes por 
cada usuario. El hecho es que en un 
mercado en el que se comercializan 
alrededor de 7.000 GWh/año de 
electricidad por un valor del orden 
de 640 millones de dólares, un 
incremento del 3% representa un 
monto cercano a 20 millones de 
dólares que serán pagados por todos 
los consumidores y recaudados por 
las empresas, incluidas las industrias 
y los comercios. Como se ve, no es 
un tema menor y los consumidores 
debieran ser adecuadamente 
informados de cuál será el destino 
de este monto que —aunque 
individualmente parezca pequeño— 
es fruto de su trabajo. 

Debiéramos suponer, que el 
dinero recaudado estará destinado a 
incrementar los ingresos de las 
empresas para cubrir mayores costos 
operativos, es decir, mayor demanda 
de gas natural por unidad de 
electricidad generada; incrementos 
de sueldos y salarios; incrementos 
de las utilidades, etc. Todo esto en 
el ámbito de la especulación, pues, 
como se anticipaba, las explicaciones 
de las autoridades son insuficientes 
y los usuarios no tienen acceso a un 
detalle de los costos de las empresas.

La preocupación va en aumento 
cuando las mismas autoridades dicen 

que serán las empresas las 
responsables de establecer las cuotas 
de incremento entre los diferentes 
sectores de consumidores, 
renunciando a su rol de gestor 
público y desnudando las debilidades 
de la política pública en el sector. 
Creemos que el tema es mucho más 
complejo que la sola distribución de 
las cuotas de incremento, la 
discusión se traslada al campo de la 
política pública.

Los usuarios del sistema tiene el 
derecho —y la obligación— de saber 
que el precio del gas natural para la 
generación de electricidad está 
congelado en 1.30 dólares el millar 
de pies cúbicos desde hace unos 
veinte años y, que bajo este mecanis-
mo, el Estado renuncia a una renta 
que el combustible hubiese ganado 
en el mercado de exportación. Dado 
que más del 80% de la energía 
primaria que ingresa a las centrales 
de generación está constituida por 
gas natural, muchos especialistas 
afirman, con buen criterio, que la 
electricidad en Bolivia está subsidia-
da. Y si hay subsidios de por medio, 
el rol de los gestores de la política 
pública es simplemente inexcusable, 
pues los subsidios se reflejarán en 
las tarifas y en la eficiencia del 
sistema. 

En efecto, la tarifa media del 
sistema a finales de 2015 y en valores 
constantes del dólar americano de 
2005, tenía un valor de 7.7 centavos 
de dólar por kilovatio-hora 
(cUS$/kWh), similar al de 1992. 
Había alcanzado un valor mínimo 
de 6.1 cUS$/kWh allá por el año 
2006 y, desde entonces, la tendencia 
ha sido ascendente hasta llegar al 
valor mencionado de 7.7 centavos. 
Ahora bien, si obviamos la pérdida 
del valor del dólar americano, la tarifa 
media en el mismo período, habría 

subido desde 5.5 cUS$/kWh en 1992, 
hasta 9.3 cUS$/kWh en 2015. Sin 
embargo, esta evolución que se 
muestra en la figura adjunta, es sólo 
de la tarifa media del sistema. Si se 
observa la evolución de las tarifas en 
algunos sectores que componen el 
sistema podremos advertir que la 
gestión del sector requiere la atención 
de las autoridades en muchos aspectos. 

Para empezar, antes de la reforma 
liberal de 1994, la tarifa del sector 
residencial era mucho más baja que la 
tarifa media del sistema y era 
compensada por el alto valor de las 
tarifas del sector comercial y del sector 
minero. ¿Con qué finalidad y bajo qué 
definiciones de política pública se 
buscó allá por el año 2005, que la tarifa 
del sector residencial se iguale a la tarifa 
media?. Por otra parte, la tarifa de la 
minería de ser la más alta (12.6 
cU$kWh) pasó a convertirse en la más 
baja del sistema (5.7 cUS$/kWh), 
situación que según la información 
oficial, se mantuvo vigente al menos 
hasta fines del 2015.

También se puede observar que la 
tarifa del sector comercial/general, se 

mantiene como la más alta del sistema 
y en esta situación se encuentra lo 
mismo a un banco o un hotel, que a 
una escuela o un hospital. 

Entonces, la pregunta es la 
siguiente: ¿a quién o a quiénes debiera 
beneficiar el subsidio a la electricidad? 
Pues no es lo mismo subsidiar la 
electricidad a un hospital, una escuela, 
un centro de acogida de adultos 
mayores o a un orfelinato, que a una 
entidad privada o estatal orientada a 
la generación de retornos al capital, 
sea ésta un banco, una transnacional 
que exporta minerales, una industria 
transnacional, o una empresa pública 
cuyas rentas monopólicas estarán 
destinadas, en primera instancia, a 
pagar los costos de reproducción de 
la clase dirigente. 

Debe anotarse, también que el 
precio congelado del gas natural ha 
propiciado la masiva inversión, antes 
privada y ahora estatal, en equipos de 
generación de electricidad a gas natural 
cuya eficiencia siempre será baja. 
Producto de ello, la eficiencia del 
sistema de generación boliviano es la 
más baja de la región sudamericana; 

es decir, estamos quemando el gas y 
la renta a la que el Estado renunció al 
congelar su precio, de la manera más 
ineficiente. Pero no sólo eso, como 
resultado de la baja eficiencia en los 
sistemas de generación, los 
consumidores no sólo debemos pagar 
por la electricidad que utilizamos, sino 
también por todas las pérdidas del 
sistema que en 23 años de vigencia de 
la Ley de Electricidad, sólo se 
incrementaron.

En este contexto, la interrogante 
que se plantea ya es obvia: ¿Va a 
continuar el Estado subsidiando la 
electricidad, por ejemplo, para las 
operaciones mineras al mismo tiempo 
que traslada los costos de las enormes 
pérdidas de energía sobre todos los 
consumidores?. Son estas y muchas 
más las razones por las que la 
ciudadanía está preocupada. Continúa 
esperando mayor información, 
transparencia y un rol efectivo de las 
autoridades en la política pública de 
un sector que está gritando por 
reformas hace muchísimo tiempo.

Gráfico
SIN: Tarifas de electricidad a usuarios regulados (cUS$2005/kWh) 
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Fuente: Anuarios Estadísticos de la AE2000 - 2015. Elaboración CEDLA.
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na de las acciones principales del 
gobierno de Evo Morales para 

sustentar su dominio es la subordinación y 
control de las organizaciones sociales bajo 
variadas modalidades tradicionales y 
represivas. Llámense cooptación, 
prebendalismo, clientelismo político, 
intervención, fragmentación de las 
organizaciones, la formación de entidades 
paralelas a las existentes, la descalificación 
sistemática de dirigentes y organizaciones, 
la toma de facto de sedes sindicales o la 
criminalización de la protesta, todas fueron 
utilizadas con un fin común cual es el de 
garantizar la estabilidad política y, por ende, 
la continuidad del régimen1. 

Una de las últimas acciones fue el uso 
de un artilugio legal para “prohibir” la 
huelga de los trabajadores médicos y de la 
salud pública del país, consistente en la 
aprobación del recurso de Acción Popular 
interpuesto por el Defensor del Pueblo, 
David Tezanos. Se define a esta medida 
como una acción gubernamental 
considerando la subordinación absoluta de 
la Defensoría a los intereses del gobierno.  
La medida evitó temporalmente la 
realización de paros de los profesionales 
médicos, empero, motivó el rechazo 
generalizado de organizaciones laborales 
que reivindicaron una vez más su derecho 
a la huelga y a la protesta.

UNA ACCIÓN IMPOPULAR
El 29 de mayo de 2017, la Sala Civil 

Primera del Tribunal Departamental de 
Justicia de La Paz a través de la Resolución 
05/2017, concedió “en parte” la acción 
popular interpuesta por el Defensor del 
Pueblo y con “terceros interesados” como 
los ministros de Salud y de Trabajo, en 
contra de Anibal Cruz Senzano, Presidente 
del Colegio Médico de Bolivia. La medida, 
aprobada en poco tiempo, determinó el 

“cumplimiento del deber de garantizar el derecho 
a la salubridad en condiciones de normalidad de 
todos los usuarios del Servicio de Salud Pública, 
por parte del Colegio Médico de Bolivia a tiempo 
de ejecutar su derecho a la huelga”, es decir, la 
prohibición de paros en el sector de la salud 
pública. 

El argumento principal de la Defensoría 
fue que el paro planificado por el Colegio 
Médico el 17 y 18 de mayo de 2017 (en 
demanda de la abrogación de los decretos 
3091 y 3092) y que involucraría a 
enfermeras y administrativos de la salud 
pública, es “un acto vulneratorio de los derechos 
colectivos”, por lo que, “resulta contrario al 
derecho a la (salud) pública como componente del 
derecho a la salud previsto en el artículo 35 de la 
Constitución Política del Estado”. Asimismo, la 
huelga en el sector vulneraría el artículo 38, 
parágrafo I de la Constitución que 
determina que “los servicios de salud serán 
prestados de forma ininterrumpida”.

En esta orientación, la decisión judicial 
menciona también que la huelga en el 
sector, desconoce ciertas normas y cláusulas 
de la legislación laboral boliviana que 
efectivamente restringen y penalizan este 
derecho. En este sentido, la resolución se 

explaya en la exposición de disposiciones 
legales y de las bondades del recurso de la 
“acción popular”, pero, ignora 
expresamente mencionar a la Constitución 
Política del Estado que en su artículo 53 
garantiza “el derecho a la huelga como el ejercicio 
de la facultad legal de las trabajadoras y los 
trabajadores de suspender labores para la defensa 
de sus derechos, de acuerdo con la ley”.

El derecho a la huelga forma parte del 
conjunto de derechos definidos por la Carta 
magna bajo el concepto de “Derecho al 
trabajo y al empleo”, cuyas disposiciones y 
beneficios son de cumplimiento obligatorio, 
bajo los “principios de protección” de los 
trabajadores y son irrenunciables. Obviamente, 
el propósito de la demanda interpuesta fue 
reunir todos los argumentos posibles para 
justificar la restricción de la huelga en la salud 
pública dejando de lado otros preceptos que 
reivindican el derecho a la huelga.

"Con esta sentencia se está coartando el derecho 
a la huelga, los ciudadanos no podemos estar 
en indefensión y una sentencia constitucional 
patrocinada por el Defensor del Pueblo que 
debería hacer acciones contra el Gobierno que 
está afectando al derecho a la libertad” 

(Dirigente del Colegio Médico de 
Bolivia, Página Siete, 30/05/2017). 

“El Defensor del Pueblo se ha convertido en 
el verdugo del pueblo trabajador, toda vez que 
ha judicializado y criminalizado la huelga, 
conculcando el derecho a la protesta, [...] (la 
acción popular) es un mecanismo para 
perseguir y penalizar el derecho a reclamar.” 
(Comunicado de la COB, ERBOL, 
01/06/2017).

La acción del Defensor que tuvo el 
beneplácito del presidente Morales2, 
establece de hecho una categorización de 
los derechos humanos ignorando su 
integralidad e indivisibilidad. En efecto, la 

priorización del derecho a la salud con 
relación al derecho a la huelga y a los 
derechos laborales colectivos conco- 
mitantes, sienta un precedente nocivo que 
no contribuye al ejercicio pleno de los 
derechos humanos en el país y debilita 
enormemente la vigencia de los derechos 
que emergen de una relación laboral. El 
argumento de que el derecho a la salud y 
el acceso a los servicios de salud constituyen 
un derecho “difuso” porque comprende a 
una mayor e indeterminada población 
involucrada que carece de un medio o 
representación que reivindique sus derechos 
ante una amenaza o riesgo potencial, no es 
razón suficiente para propiciar en el país 
una cultura legal de discriminación de 
derechos.

Asimismo, calificar al paro como un 
“acto vulneratorio” del derecho a la salud 
y por interferir en la atención 
“ininterrumpida” de los servicios de salud 
públicos a favor de la población es 
incongruente. De acuerdo a la Constitución 
Política del Estado, es el Estado quien tiene 
la obligación  “indeclinable” de garantizar 
el derecho a la salud como su “función 
suprema” y “primera responsabilidad 
financiera”. Esto implica, entre otras cosas, 
que el Estado promueva e implemente 
políticas tendientes a la mejora continua de 
los servicios de salud generando 
condiciones que impidan, por ejemplo, 
contingencias en los servicios de salud y 
conflictos laborales. La creación de una 
Autoridad de Fiscalización y Control del 
Sistema Nacional de Salud, el 
establecimiento de la libre afiliación, 
desafiliación y reafiliación de entidades 
públicas en la seguridad social de corto 
plazo y, la penalización de la huelga, no son 
precisamente medidas que coadyuven a 
garantizar el derecho a la salud y menos 
para sacar a la salud pública de su crisis; al 
contrario, son acciones que generaron y 
continuarán motivando el rechazo y 
protesta de los médicos y de los 
trabajadores en general.

“Si el gobierno quiere decir que en Bolivia 
existe salud gratuita, que construya hospitales 
y centros médicos con recursos propios y no 
utilice los ahorros en la Caja Nacional de 
Salud y ponga una Autoridad de Fiscalización. 
Vamos a defender en las calles y no vamos a 

necesitar de ningún represor ni fascista como 
el Defensor del Pueblo” (Dirigente del 
magisterio urbano de La Paz, ERBOL, 
05/06/2017)

El recurso de Acción Popular alienta en 
el gobierno la idea de que todo paro en el 
sector de la salud pública es 
“inconstitucional” y esta postura  es 
absolutamente funcional al sistema político 
y jurídico dominante en el país y a los 
intereses empresariales que conciben a la 
huelga como un acto ilegal porque no 
cumple los requisitos exigidos por la 
legislación laboral y, fundamentalmente, 
porque es una acción perjudicial a la 
economía nacional y a la colectividad.

Esta concepción condenatoria de la 
huelga ignora la historia de las luchas del 
movimiento obrero y popular que recurrió 
al paro para hacer prevalecer y conquistar 
derechos. No sólo para lograr 
reivindicaciones laborales, sino también para 
resistir a gobiernos militares y autoritarios 
y generar cambios importantes en la 
sociedad. Varias de estas huelgas fueron 
declaradas ilegales, pero, en la práctica, luego 
de un proceso de negociación, fueron 
reconocidas como legítimas al quedar sin 
efecto descuentos por los días de paro y 
otras sanciones contra los dirigentes. En 
términos del derecho consuetudinario, el 
“reconocimiento” de las huelgas en 
diferentes momentos históricos, sentó 
jurisprudencia al otorgar a esta conquista el 
carácter de derecho laboral adquirido.

La huelga es un método de lucha de los 
trabajadores en defensa de sus intereses de 
clase y el ejercicio de sus derechos. 
Constituye un medio que permite frenar o 
enfrentar los abusos y maltrato de los 
empresarios y del capitalismo que busca, a 
toda costa, profundizar la explotación 
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laboral (Dávila E. y Rojas, B. 
CEDLA, 2015). Sin la huelga y el 
sindicato, el capitalismo habría 
establecido un régimen económico 
de sojuzgamiento de los obreros sin 
posibilidad de mejora de sus 
condiciones laborales y de vida. 

RECHAZO 
GENERALIZADO
No obstante que el Defensor 

del Pueblo intentó vanamente 
justificar el alcance de la Acción 
Popular3, esta medida sienta un 
precedente nefasto para el ejercicio 
del derecho a la huelga y de los 
derechos laborales colectivos. Es 
un recurso que puede ser utilizado 
en contra de cualquier sector 
laboral movilizado bajo el 
argumento de que el paro afecta a 
otros derechos colectivos 
inadecuadamente calificados como 
“fundamentales”, de “interés 
social” y “difusos”. En general, la 
Acción Popular es imprescriptible 
e intemporal, por tanto, 
permanecerá en el tiempo como 
un referente de control y represión 
de cualquier manifestación de paro.

El escenario actual de 
agudización de las luchas de los 
trabajadores y de otros sectores 
sociales en demanda del respeto de 
sus derechos podría fácilmente 
inducir al gobierno a activar la 
Acción Popular u otros recursos para 
vulnerar el derecho a la huelga y los 
derechos colectivos y, acallar las 
voces de protesta. Como una 
pequeña evidencia de esta 
afirmación, el Alcalde paceño declaró 
públicamente que, de mantenerse “el 
acoso a la ciudad de La Paz con marchas, 
paros y bloqueos de vías,” acudiría al 
Defensor del Pueblo para solicitar 
que interponga una Acción 
(ERBOL, 06/06/2017).

Ante esta situación, los 
trabajadores médicos, la Central 

Obrera Boliviana y varios sectores 
laborales se encuentran en estado 
de emergencia y movilización en 
demanda de la anulación de la 
resolución 05/17 que aprueba la 
Acción Popular contra el Colegio 
Médico de Bolivia y de garantizar 
el ejercicio del derecho a la huelga. 
Demandan también la renuncia 
del Defensor a quien calificaron 
de “no ser un defensor del pueblo, sino 
un defensor del gobierno” (Dirigente 
del Colegio Médico de Bolivia, 
ERBOL, 29/05/2017). 

Junto a otras organizaciones 
sociales establecieron una alianza 
para luchar contra la acción del 
Defensor.

"Todas las organizaciones: médicos, 
campesinos, maestros, fabriles y juntas 
vecinales nos hemos reunido y hemos 
conformado el Pacto Intersindical e 
Interinstitucional por la Defensa de 
las libertades democráticas de los 
bolivianos  para preparar una gran 
lucha en contra el fallo de  la Acción 
Popular que presentó el Defensor del 
Pueblo y así reivindicar el derecho a 
la protesta” (Dirigente del 
magisterio paceño, Página Siete, 
06/06/2017).

Y, a decir de un dirigente de la 
Central Obrera Boliviana: 
“Corresponde preparar una gran 
movilización nacional de todas y todos 
los obreros en protesta contra la 
judicializaron de nuestras luchas 
sindicales y contra el descabellado fallo 
de la justicia corrupta.” (ERBOL, 
01/06/2017).

NOTAS
1. “El presidente Evo Morales 

expresó en reiteradas 
oportunidades su rechazo a la 
independencia sindical por 
considerarlo un invento del 
imperio” (ERBOL, 06/06/2017) 
http://www.erbol.com.bo/notici
a/social/06062017/lider_de_la_c
ob_denuncia_en_ginebra_injeren
cia_del_gobierno_en_sindicatos.

2. El presidente Morales señaló en su 
cuenta de Twiter, “Destacamos la 
labor del Defensor del Pueblo, 
David Tezanos, en defensa del 
derecho a la salud de los 
bolivianos.” (La Razón, 
3 0 / 0 5 / 2 0 1 7 ) . 
http://www.la-razon.com/socied
ad/Conflicto-Gobierno-destaca-r
ecurso-Tezanos-freno-paro-medi
co_0_2718928097.html

3. En un comunicado destinado a las 
organizaciones sindicales, Tezanos 
Pinto manifestó: “No les va a 
afectar a los maestros, a otro tipo 
de sectores, aclaramos pues esto 
tiene un carácter excepcional, no 
habría norma jurídica para amparar 
otro tipo de Acción Popular o 
ampliar el alcance de la Acción 
Popular a otros sectores. Esto solo 
puede afectar al sector de salud”. 
Asimismo, enfatizó: “el derecho a 
la huelga no puede ni será afectado 
en ningún otro sector de la 
sociedad boliviana”, “no sienta 
precedente en materia de huelga a 
otros sectores”.  (ERBOL, 
02/06/2017). http://www.erbol. 
com.bo/noticia/social/02062017
/defensor_dice_que_no_afectara
_huelgas_de_otros_sectores_con
_accion_popular

El derecho a la huelga forma parte del 
conjunto de derechos definidos por la Carta 

magna bajo el concepto de “Derecho al 
trabajo y al empleo”, cuyas disposiciones y 
beneficios son de cumplimiento obligatorio, 
bajo los “principios de protección” de los 

trabajadores y son irrenunciables.



na de las acciones principales del 
gobierno de Evo Morales para 

sustentar su dominio es la subordinación y 
control de las organizaciones sociales bajo 
variadas modalidades tradicionales y 
represivas. Llámense cooptación, 
prebendalismo, clientelismo político, 
intervención, fragmentación de las 
organizaciones, la formación de entidades 
paralelas a las existentes, la descalificación 
sistemática de dirigentes y organizaciones, 
la toma de facto de sedes sindicales o la 
criminalización de la protesta, todas fueron 
utilizadas con un fin común cual es el de 
garantizar la estabilidad política y, por ende, 
la continuidad del régimen1. 

Una de las últimas acciones fue el uso 
de un artilugio legal para “prohibir” la 
huelga de los trabajadores médicos y de la 
salud pública del país, consistente en la 
aprobación del recurso de Acción Popular 
interpuesto por el Defensor del Pueblo, 
David Tezanos. Se define a esta medida 
como una acción gubernamental 
considerando la subordinación absoluta de 
la Defensoría a los intereses del gobierno.  
La medida evitó temporalmente la 
realización de paros de los profesionales 
médicos, empero, motivó el rechazo 
generalizado de organizaciones laborales 
que reivindicaron una vez más su derecho 
a la huelga y a la protesta.

UNA ACCIÓN IMPOPULAR
El 29 de mayo de 2017, la Sala Civil 

Primera del Tribunal Departamental de 
Justicia de La Paz a través de la Resolución 
05/2017, concedió “en parte” la acción 
popular interpuesta por el Defensor del 
Pueblo y con “terceros interesados” como 
los ministros de Salud y de Trabajo, en 
contra de Anibal Cruz Senzano, Presidente 
del Colegio Médico de Bolivia. La medida, 
aprobada en poco tiempo, determinó el 

“cumplimiento del deber de garantizar el derecho 
a la salubridad en condiciones de normalidad de 
todos los usuarios del Servicio de Salud Pública, 
por parte del Colegio Médico de Bolivia a tiempo 
de ejecutar su derecho a la huelga”, es decir, la 
prohibición de paros en el sector de la salud 
pública. 

El argumento principal de la Defensoría 
fue que el paro planificado por el Colegio 
Médico el 17 y 18 de mayo de 2017 (en 
demanda de la abrogación de los decretos 
3091 y 3092) y que involucraría a 
enfermeras y administrativos de la salud 
pública, es “un acto vulneratorio de los derechos 
colectivos”, por lo que, “resulta contrario al 
derecho a la (salud) pública como componente del 
derecho a la salud previsto en el artículo 35 de la 
Constitución Política del Estado”. Asimismo, la 
huelga en el sector vulneraría el artículo 38, 
parágrafo I de la Constitución que 
determina que “los servicios de salud serán 
prestados de forma ininterrumpida”.

En esta orientación, la decisión judicial 
menciona también que la huelga en el 
sector, desconoce ciertas normas y cláusulas 
de la legislación laboral boliviana que 
efectivamente restringen y penalizan este 
derecho. En este sentido, la resolución se 

explaya en la exposición de disposiciones 
legales y de las bondades del recurso de la 
“acción popular”, pero, ignora 
expresamente mencionar a la Constitución 
Política del Estado que en su artículo 53 
garantiza “el derecho a la huelga como el ejercicio 
de la facultad legal de las trabajadoras y los 
trabajadores de suspender labores para la defensa 
de sus derechos, de acuerdo con la ley”.

El derecho a la huelga forma parte del 
conjunto de derechos definidos por la Carta 
magna bajo el concepto de “Derecho al 
trabajo y al empleo”, cuyas disposiciones y 
beneficios son de cumplimiento obligatorio, 
bajo los “principios de protección” de los 
trabajadores y son irrenunciables. Obviamente, 
el propósito de la demanda interpuesta fue 
reunir todos los argumentos posibles para 
justificar la restricción de la huelga en la salud 
pública dejando de lado otros preceptos que 
reivindican el derecho a la huelga.

"Con esta sentencia se está coartando el derecho 
a la huelga, los ciudadanos no podemos estar 
en indefensión y una sentencia constitucional 
patrocinada por el Defensor del Pueblo que 
debería hacer acciones contra el Gobierno que 
está afectando al derecho a la libertad” 

(Dirigente del Colegio Médico de 
Bolivia, Página Siete, 30/05/2017). 

“El Defensor del Pueblo se ha convertido en 
el verdugo del pueblo trabajador, toda vez que 
ha judicializado y criminalizado la huelga, 
conculcando el derecho a la protesta, [...] (la 
acción popular) es un mecanismo para 
perseguir y penalizar el derecho a reclamar.” 
(Comunicado de la COB, ERBOL, 
01/06/2017).

La acción del Defensor que tuvo el 
beneplácito del presidente Morales2, 
establece de hecho una categorización de 
los derechos humanos ignorando su 
integralidad e indivisibilidad. En efecto, la 

priorización del derecho a la salud con 
relación al derecho a la huelga y a los 
derechos laborales colectivos conco- 
mitantes, sienta un precedente nocivo que 
no contribuye al ejercicio pleno de los 
derechos humanos en el país y debilita 
enormemente la vigencia de los derechos 
que emergen de una relación laboral. El 
argumento de que el derecho a la salud y 
el acceso a los servicios de salud constituyen 
un derecho “difuso” porque comprende a 
una mayor e indeterminada población 
involucrada que carece de un medio o 
representación que reivindique sus derechos 
ante una amenaza o riesgo potencial, no es 
razón suficiente para propiciar en el país 
una cultura legal de discriminación de 
derechos.

Asimismo, calificar al paro como un 
“acto vulneratorio” del derecho a la salud 
y por interferir en la atención 
“ininterrumpida” de los servicios de salud 
públicos a favor de la población es 
incongruente. De acuerdo a la Constitución 
Política del Estado, es el Estado quien tiene 
la obligación  “indeclinable” de garantizar 
el derecho a la salud como su “función 
suprema” y “primera responsabilidad 
financiera”. Esto implica, entre otras cosas, 
que el Estado promueva e implemente 
políticas tendientes a la mejora continua de 
los servicios de salud generando 
condiciones que impidan, por ejemplo, 
contingencias en los servicios de salud y 
conflictos laborales. La creación de una 
Autoridad de Fiscalización y Control del 
Sistema Nacional de Salud, el 
establecimiento de la libre afiliación, 
desafiliación y reafiliación de entidades 
públicas en la seguridad social de corto 
plazo y, la penalización de la huelga, no son 
precisamente medidas que coadyuven a 
garantizar el derecho a la salud y menos 
para sacar a la salud pública de su crisis; al 
contrario, son acciones que generaron y 
continuarán motivando el rechazo y 
protesta de los médicos y de los 
trabajadores en general.

“Si el gobierno quiere decir que en Bolivia 
existe salud gratuita, que construya hospitales 
y centros médicos con recursos propios y no 
utilice los ahorros en la Caja Nacional de 
Salud y ponga una Autoridad de Fiscalización. 
Vamos a defender en las calles y no vamos a 

necesitar de ningún represor ni fascista como 
el Defensor del Pueblo” (Dirigente del 
magisterio urbano de La Paz, ERBOL, 
05/06/2017)

El recurso de Acción Popular alienta en 
el gobierno la idea de que todo paro en el 
sector de la salud pública es 
“inconstitucional” y esta postura  es 
absolutamente funcional al sistema político 
y jurídico dominante en el país y a los 
intereses empresariales que conciben a la 
huelga como un acto ilegal porque no 
cumple los requisitos exigidos por la 
legislación laboral y, fundamentalmente, 
porque es una acción perjudicial a la 
economía nacional y a la colectividad.

Esta concepción condenatoria de la 
huelga ignora la historia de las luchas del 
movimiento obrero y popular que recurrió 
al paro para hacer prevalecer y conquistar 
derechos. No sólo para lograr 
reivindicaciones laborales, sino también para 
resistir a gobiernos militares y autoritarios 
y generar cambios importantes en la 
sociedad. Varias de estas huelgas fueron 
declaradas ilegales, pero, en la práctica, luego 
de un proceso de negociación, fueron 
reconocidas como legítimas al quedar sin 
efecto descuentos por los días de paro y 
otras sanciones contra los dirigentes. En 
términos del derecho consuetudinario, el 
“reconocimiento” de las huelgas en 
diferentes momentos históricos, sentó 
jurisprudencia al otorgar a esta conquista el 
carácter de derecho laboral adquirido.

La huelga es un método de lucha de los 
trabajadores en defensa de sus intereses de 
clase y el ejercicio de sus derechos. 
Constituye un medio que permite frenar o 
enfrentar los abusos y maltrato de los 
empresarios y del capitalismo que busca, a 
toda costa, profundizar la explotación 

Un golpe al derecho a la huelga
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La Acción Popular interpuesta por el Defensor del Pueblo establece un 
precedente negativo para el ejercicio del derecho a la huelga y de los 
derechos laborales colectivos en el país. Un recurso que puede ser utilizado 
en contra de cualquier sector laboral movilizado bajo el argumento que el 
paro vulnera otros derechos.

laboral (Dávila E. y Rojas, B. 
CEDLA, 2015). Sin la huelga y el 
sindicato, el capitalismo habría 
establecido un régimen económico 
de sojuzgamiento de los obreros sin 
posibilidad de mejora de sus 
condiciones laborales y de vida. 

RECHAZO 
GENERALIZADO
No obstante que el Defensor 

del Pueblo intentó vanamente 
justificar el alcance de la Acción 
Popular3, esta medida sienta un 
precedente nefasto para el ejercicio 
del derecho a la huelga y de los 
derechos laborales colectivos. Es 
un recurso que puede ser utilizado 
en contra de cualquier sector 
laboral movilizado bajo el 
argumento de que el paro afecta a 
otros derechos colectivos 
inadecuadamente calificados como 
“fundamentales”, de “interés 
social” y “difusos”. En general, la 
Acción Popular es imprescriptible 
e intemporal, por tanto, 
permanecerá en el tiempo como 
un referente de control y represión 
de cualquier manifestación de paro.

El escenario actual de 
agudización de las luchas de los 
trabajadores y de otros sectores 
sociales en demanda del respeto de 
sus derechos podría fácilmente 
inducir al gobierno a activar la 
Acción Popular u otros recursos para 
vulnerar el derecho a la huelga y los 
derechos colectivos y, acallar las 
voces de protesta. Como una 
pequeña evidencia de esta 
afirmación, el Alcalde paceño declaró 
públicamente que, de mantenerse “el 
acoso a la ciudad de La Paz con marchas, 
paros y bloqueos de vías,” acudiría al 
Defensor del Pueblo para solicitar 
que interponga una Acción 
(ERBOL, 06/06/2017).

Ante esta situación, los 
trabajadores médicos, la Central 

Obrera Boliviana y varios sectores 
laborales se encuentran en estado 
de emergencia y movilización en 
demanda de la anulación de la 
resolución 05/17 que aprueba la 
Acción Popular contra el Colegio 
Médico de Bolivia y de garantizar 
el ejercicio del derecho a la huelga. 
Demandan también la renuncia 
del Defensor a quien calificaron 
de “no ser un defensor del pueblo, sino 
un defensor del gobierno” (Dirigente 
del Colegio Médico de Bolivia, 
ERBOL, 29/05/2017). 

Junto a otras organizaciones 
sociales establecieron una alianza 
para luchar contra la acción del 
Defensor.

"Todas las organizaciones: médicos, 
campesinos, maestros, fabriles y juntas 
vecinales nos hemos reunido y hemos 
conformado el Pacto Intersindical e 
Interinstitucional por la Defensa de 
las libertades democráticas de los 
bolivianos  para preparar una gran 
lucha en contra el fallo de  la Acción 
Popular que presentó el Defensor del 
Pueblo y así reivindicar el derecho a 
la protesta” (Dirigente del 
magisterio paceño, Página Siete, 
06/06/2017).

Y, a decir de un dirigente de la 
Central Obrera Boliviana: 
“Corresponde preparar una gran 
movilización nacional de todas y todos 
los obreros en protesta contra la 
judicializaron de nuestras luchas 
sindicales y contra el descabellado fallo 
de la justicia corrupta.” (ERBOL, 
01/06/2017).

NOTAS
1. “El presidente Evo Morales 

expresó en reiteradas 
oportunidades su rechazo a la 
independencia sindical por 
considerarlo un invento del 
imperio” (ERBOL, 06/06/2017) 
http://www.erbol.com.bo/notici
a/social/06062017/lider_de_la_c
ob_denuncia_en_ginebra_injeren
cia_del_gobierno_en_sindicatos.

2. El presidente Morales señaló en su 
cuenta de Twiter, “Destacamos la 
labor del Defensor del Pueblo, 
David Tezanos, en defensa del 
derecho a la salud de los 
bolivianos.” (La Razón, 
3 0 / 0 5 / 2 0 1 7 ) . 
http://www.la-razon.com/socied
ad/Conflicto-Gobierno-destaca-r
ecurso-Tezanos-freno-paro-medi
co_0_2718928097.html

3. En un comunicado destinado a las 
organizaciones sindicales, Tezanos 
Pinto manifestó: “No les va a 
afectar a los maestros, a otro tipo 
de sectores, aclaramos pues esto 
tiene un carácter excepcional, no 
habría norma jurídica para amparar 
otro tipo de Acción Popular o 
ampliar el alcance de la Acción 
Popular a otros sectores. Esto solo 
puede afectar al sector de salud”. 
Asimismo, enfatizó: “el derecho a 
la huelga no puede ni será afectado 
en ningún otro sector de la 
sociedad boliviana”, “no sienta 
precedente en materia de huelga a 
otros sectores”.  (ERBOL, 
02/06/2017). http://www.erbol. 
com.bo/noticia/social/02062017
/defensor_dice_que_no_afectara
_huelgas_de_otros_sectores_con
_accion_popular

“El Defensor del Pueblo se ha 
convertido en el verdugo del pueblo 

trabajador, toda vez que ha 
judicializado y criminalizado la 

huelga, conculcando el derecho a la 
protesta. La Acción Popular es un 

mecanismo para perseguir y 
penalizar el derecho a reclamar.”

La huelga es un método de lucha 
de los trabajadores en defensa de 
sus intereses de clase y el ejercicio 

de sus derechos. Constituye un 
medio que permite frenar o 

enfrentar los abusos y maltrato de 
los empresarios y del capitalismo

Los trabajadores 
rechazan cualquier 
intención de coptar 
a sus dirigentes por 
parte del gobierno.
(Foto: El Potosí, 
17/06/2017).



na de las acciones principales del 
gobierno de Evo Morales para 

sustentar su dominio es la subordinación y 
control de las organizaciones sociales bajo 
variadas modalidades tradicionales y 
represivas. Llámense cooptación, 
prebendalismo, clientelismo político, 
intervención, fragmentación de las 
organizaciones, la formación de entidades 
paralelas a las existentes, la descalificación 
sistemática de dirigentes y organizaciones, 
la toma de facto de sedes sindicales o la 
criminalización de la protesta, todas fueron 
utilizadas con un fin común cual es el de 
garantizar la estabilidad política y, por ende, 
la continuidad del régimen1. 

Una de las últimas acciones fue el uso 
de un artilugio legal para “prohibir” la 
huelga de los trabajadores médicos y de la 
salud pública del país, consistente en la 
aprobación del recurso de Acción Popular 
interpuesto por el Defensor del Pueblo, 
David Tezanos. Se define a esta medida 
como una acción gubernamental 
considerando la subordinación absoluta de 
la Defensoría a los intereses del gobierno.  
La medida evitó temporalmente la 
realización de paros de los profesionales 
médicos, empero, motivó el rechazo 
generalizado de organizaciones laborales 
que reivindicaron una vez más su derecho 
a la huelga y a la protesta.

UNA ACCIÓN IMPOPULAR
El 29 de mayo de 2017, la Sala Civil 

Primera del Tribunal Departamental de 
Justicia de La Paz a través de la Resolución 
05/2017, concedió “en parte” la acción 
popular interpuesta por el Defensor del 
Pueblo y con “terceros interesados” como 
los ministros de Salud y de Trabajo, en 
contra de Anibal Cruz Senzano, Presidente 
del Colegio Médico de Bolivia. La medida, 
aprobada en poco tiempo, determinó el 

“cumplimiento del deber de garantizar el derecho 
a la salubridad en condiciones de normalidad de 
todos los usuarios del Servicio de Salud Pública, 
por parte del Colegio Médico de Bolivia a tiempo 
de ejecutar su derecho a la huelga”, es decir, la 
prohibición de paros en el sector de la salud 
pública. 

El argumento principal de la Defensoría 
fue que el paro planificado por el Colegio 
Médico el 17 y 18 de mayo de 2017 (en 
demanda de la abrogación de los decretos 
3091 y 3092) y que involucraría a 
enfermeras y administrativos de la salud 
pública, es “un acto vulneratorio de los derechos 
colectivos”, por lo que, “resulta contrario al 
derecho a la (salud) pública como componente del 
derecho a la salud previsto en el artículo 35 de la 
Constitución Política del Estado”. Asimismo, la 
huelga en el sector vulneraría el artículo 38, 
parágrafo I de la Constitución que 
determina que “los servicios de salud serán 
prestados de forma ininterrumpida”.

En esta orientación, la decisión judicial 
menciona también que la huelga en el 
sector, desconoce ciertas normas y cláusulas 
de la legislación laboral boliviana que 
efectivamente restringen y penalizan este 
derecho. En este sentido, la resolución se 

explaya en la exposición de disposiciones 
legales y de las bondades del recurso de la 
“acción popular”, pero, ignora 
expresamente mencionar a la Constitución 
Política del Estado que en su artículo 53 
garantiza “el derecho a la huelga como el ejercicio 
de la facultad legal de las trabajadoras y los 
trabajadores de suspender labores para la defensa 
de sus derechos, de acuerdo con la ley”.

El derecho a la huelga forma parte del 
conjunto de derechos definidos por la Carta 
magna bajo el concepto de “Derecho al 
trabajo y al empleo”, cuyas disposiciones y 
beneficios son de cumplimiento obligatorio, 
bajo los “principios de protección” de los 
trabajadores y son irrenunciables. Obviamente, 
el propósito de la demanda interpuesta fue 
reunir todos los argumentos posibles para 
justificar la restricción de la huelga en la salud 
pública dejando de lado otros preceptos que 
reivindican el derecho a la huelga.

"Con esta sentencia se está coartando el derecho 
a la huelga, los ciudadanos no podemos estar 
en indefensión y una sentencia constitucional 
patrocinada por el Defensor del Pueblo que 
debería hacer acciones contra el Gobierno que 
está afectando al derecho a la libertad” 

(Dirigente del Colegio Médico de 
Bolivia, Página Siete, 30/05/2017). 

“El Defensor del Pueblo se ha convertido en 
el verdugo del pueblo trabajador, toda vez que 
ha judicializado y criminalizado la huelga, 
conculcando el derecho a la protesta, [...] (la 
acción popular) es un mecanismo para 
perseguir y penalizar el derecho a reclamar.” 
(Comunicado de la COB, ERBOL, 
01/06/2017).

La acción del Defensor que tuvo el 
beneplácito del presidente Morales2, 
establece de hecho una categorización de 
los derechos humanos ignorando su 
integralidad e indivisibilidad. En efecto, la 

priorización del derecho a la salud con 
relación al derecho a la huelga y a los 
derechos laborales colectivos conco- 
mitantes, sienta un precedente nocivo que 
no contribuye al ejercicio pleno de los 
derechos humanos en el país y debilita 
enormemente la vigencia de los derechos 
que emergen de una relación laboral. El 
argumento de que el derecho a la salud y 
el acceso a los servicios de salud constituyen 
un derecho “difuso” porque comprende a 
una mayor e indeterminada población 
involucrada que carece de un medio o 
representación que reivindique sus derechos 
ante una amenaza o riesgo potencial, no es 
razón suficiente para propiciar en el país 
una cultura legal de discriminación de 
derechos.

Asimismo, calificar al paro como un 
“acto vulneratorio” del derecho a la salud 
y por interferir en la atención 
“ininterrumpida” de los servicios de salud 
públicos a favor de la población es 
incongruente. De acuerdo a la Constitución 
Política del Estado, es el Estado quien tiene 
la obligación  “indeclinable” de garantizar 
el derecho a la salud como su “función 
suprema” y “primera responsabilidad 
financiera”. Esto implica, entre otras cosas, 
que el Estado promueva e implemente 
políticas tendientes a la mejora continua de 
los servicios de salud generando 
condiciones que impidan, por ejemplo, 
contingencias en los servicios de salud y 
conflictos laborales. La creación de una 
Autoridad de Fiscalización y Control del 
Sistema Nacional de Salud, el 
establecimiento de la libre afiliación, 
desafiliación y reafiliación de entidades 
públicas en la seguridad social de corto 
plazo y, la penalización de la huelga, no son 
precisamente medidas que coadyuven a 
garantizar el derecho a la salud y menos 
para sacar a la salud pública de su crisis; al 
contrario, son acciones que generaron y 
continuarán motivando el rechazo y 
protesta de los médicos y de los 
trabajadores en general.

“Si el gobierno quiere decir que en Bolivia 
existe salud gratuita, que construya hospitales 
y centros médicos con recursos propios y no 
utilice los ahorros en la Caja Nacional de 
Salud y ponga una Autoridad de Fiscalización. 
Vamos a defender en las calles y no vamos a 

necesitar de ningún represor ni fascista como 
el Defensor del Pueblo” (Dirigente del 
magisterio urbano de La Paz, ERBOL, 
05/06/2017)

El recurso de Acción Popular alienta en 
el gobierno la idea de que todo paro en el 
sector de la salud pública es 
“inconstitucional” y esta postura  es 
absolutamente funcional al sistema político 
y jurídico dominante en el país y a los 
intereses empresariales que conciben a la 
huelga como un acto ilegal porque no 
cumple los requisitos exigidos por la 
legislación laboral y, fundamentalmente, 
porque es una acción perjudicial a la 
economía nacional y a la colectividad.

Esta concepción condenatoria de la 
huelga ignora la historia de las luchas del 
movimiento obrero y popular que recurrió 
al paro para hacer prevalecer y conquistar 
derechos. No sólo para lograr 
reivindicaciones laborales, sino también para 
resistir a gobiernos militares y autoritarios 
y generar cambios importantes en la 
sociedad. Varias de estas huelgas fueron 
declaradas ilegales, pero, en la práctica, luego 
de un proceso de negociación, fueron 
reconocidas como legítimas al quedar sin 
efecto descuentos por los días de paro y 
otras sanciones contra los dirigentes. En 
términos del derecho consuetudinario, el 
“reconocimiento” de las huelgas en 
diferentes momentos históricos, sentó 
jurisprudencia al otorgar a esta conquista el 
carácter de derecho laboral adquirido.

La huelga es un método de lucha de los 
trabajadores en defensa de sus intereses de 
clase y el ejercicio de sus derechos. 
Constituye un medio que permite frenar o 
enfrentar los abusos y maltrato de los 
empresarios y del capitalismo que busca, a 
toda costa, profundizar la explotación 

12 - ANÁLISIS
Octubre de 2017

laboral (Dávila E. y Rojas, B. 
CEDLA, 2015). Sin la huelga y el 
sindicato, el capitalismo habría 
establecido un régimen económico 
de sojuzgamiento de los obreros sin 
posibilidad de mejora de sus 
condiciones laborales y de vida. 

RECHAZO 
GENERALIZADO
No obstante que el Defensor 

del Pueblo intentó vanamente 
justificar el alcance de la Acción 
Popular3, esta medida sienta un 
precedente nefasto para el ejercicio 
del derecho a la huelga y de los 
derechos laborales colectivos. Es 
un recurso que puede ser utilizado 
en contra de cualquier sector 
laboral movilizado bajo el 
argumento de que el paro afecta a 
otros derechos colectivos 
inadecuadamente calificados como 
“fundamentales”, de “interés 
social” y “difusos”. En general, la 
Acción Popular es imprescriptible 
e intemporal, por tanto, 
permanecerá en el tiempo como 
un referente de control y represión 
de cualquier manifestación de paro.

El escenario actual de 
agudización de las luchas de los 
trabajadores y de otros sectores 
sociales en demanda del respeto de 
sus derechos podría fácilmente 
inducir al gobierno a activar la 
Acción Popular u otros recursos para 
vulnerar el derecho a la huelga y los 
derechos colectivos y, acallar las 
voces de protesta. Como una 
pequeña evidencia de esta 
afirmación, el Alcalde paceño declaró 
públicamente que, de mantenerse “el 
acoso a la ciudad de La Paz con marchas, 
paros y bloqueos de vías,” acudiría al 
Defensor del Pueblo para solicitar 
que interponga una Acción 
(ERBOL, 06/06/2017).

Ante esta situación, los 
trabajadores médicos, la Central 

Obrera Boliviana y varios sectores 
laborales se encuentran en estado 
de emergencia y movilización en 
demanda de la anulación de la 
resolución 05/17 que aprueba la 
Acción Popular contra el Colegio 
Médico de Bolivia y de garantizar 
el ejercicio del derecho a la huelga. 
Demandan también la renuncia 
del Defensor a quien calificaron 
de “no ser un defensor del pueblo, sino 
un defensor del gobierno” (Dirigente 
del Colegio Médico de Bolivia, 
ERBOL, 29/05/2017). 

Junto a otras organizaciones 
sociales establecieron una alianza 
para luchar contra la acción del 
Defensor.

"Todas las organizaciones: médicos, 
campesinos, maestros, fabriles y juntas 
vecinales nos hemos reunido y hemos 
conformado el Pacto Intersindical e 
Interinstitucional por la Defensa de 
las libertades democráticas de los 
bolivianos  para preparar una gran 
lucha en contra el fallo de  la Acción 
Popular que presentó el Defensor del 
Pueblo y así reivindicar el derecho a 
la protesta” (Dirigente del 
magisterio paceño, Página Siete, 
06/06/2017).

Y, a decir de un dirigente de la 
Central Obrera Boliviana: 
“Corresponde preparar una gran 
movilización nacional de todas y todos 
los obreros en protesta contra la 
judicializaron de nuestras luchas 
sindicales y contra el descabellado fallo 
de la justicia corrupta.” (ERBOL, 
01/06/2017).

NOTAS
1. “El presidente Evo Morales 

expresó en reiteradas 
oportunidades su rechazo a la 
independencia sindical por 
considerarlo un invento del 
imperio” (ERBOL, 06/06/2017) 
http://www.erbol.com.bo/notici
a/social/06062017/lider_de_la_c
ob_denuncia_en_ginebra_injeren
cia_del_gobierno_en_sindicatos.

2. El presidente Morales señaló en su 
cuenta de Twiter, “Destacamos la 
labor del Defensor del Pueblo, 
David Tezanos, en defensa del 
derecho a la salud de los 
bolivianos.” (La Razón, 
3 0 / 0 5 / 2 0 1 7 ) . 
http://www.la-razon.com/socied
ad/Conflicto-Gobierno-destaca-r
ecurso-Tezanos-freno-paro-medi
co_0_2718928097.html

3. En un comunicado destinado a las 
organizaciones sindicales, Tezanos 
Pinto manifestó: “No les va a 
afectar a los maestros, a otro tipo 
de sectores, aclaramos pues esto 
tiene un carácter excepcional, no 
habría norma jurídica para amparar 
otro tipo de Acción Popular o 
ampliar el alcance de la Acción 
Popular a otros sectores. Esto solo 
puede afectar al sector de salud”. 
Asimismo, enfatizó: “el derecho a 
la huelga no puede ni será afectado 
en ningún otro sector de la 
sociedad boliviana”, “no sienta 
precedente en materia de huelga a 
otros sectores”.  (ERBOL, 
02/06/2017). http://www.erbol. 
com.bo/noticia/social/02062017
/defensor_dice_que_no_afectara
_huelgas_de_otros_sectores_con
_accion_popular

“Corresponde preparar una 
gran movilización nacional de 
todas y todos los obreros en 

protesta contra la judicializaron 
de nuestras luchas sindicales y 
contra el descabellado fallo de 

la justicia corrupta.”

La Central Obrera 
Boliviana es la 
llamada a 
convocar para 
movilizarse por la 
defensa del 
derecho a la 
huelga
(Foto: El Diario, 
20/07/2017).
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n junio de este año, el Ministro 
de Minería anunció la 
refundación de la Corporación 

Minera de Bolivia (Comibol) que 
se daría a través de un decreto 
supremo, respaldado en un estudio 
sobre los “Fundamentos 
ideológico-políticos de la 
refundación de la Comibol como 
empresa corporativa”1 , que alega 
que el neoliberalismo creó una 
estructura organizacional limitada 
a administrar contratos de riesgo 
compartido y de arrendamiento; 
razón por la cual, “pese a los esfuerzos 
que hizo el Estado Plurinacional con 
Leyes y Decretos” no se logró “restituir 
sus funciones productivas, con pocos 
resultados positivos, al extremo que el 
Estado tiene control de sólo el 7% de la 
actividad minera”. 

En efecto, el Código Minero 
con la Ley 1777 de 1997 limitó las 
actividades de la Comibol como 
una “entidad que dirige y administra, 
sin realizar directamente actividades 
mineras, y sólo mediante contratos de 
riesgo compartido, prestación de servicios 
o arrendamiento”2. Una década 
después, la Ley 3720 del 31 de 
julio de 2007, restituyó a esta 
empresa pública su capacidad de 
“participar directamente en la cadena 
productiva con las siguientes funciones: 
i) prospección y exploración; ii) 
explotación; iii) concentración; iv) 

fundición y refinación; v) comercialización 
de minerales y metales; vi) administrar 
las áreas fiscales.”

¿Por qué el decreto a ser 
propuesto3 debería tener mayor 
importancia y efectos legales que 
la Ley 3720? Al parecer existen 
ciertos intereses del gobierno para 
cambiar y afectar el destino de 
Comibol bajo determinados 
parámetros. En tal sentido, el 
problema de esta empresa pública 
para que no asuma el control de 
la cadena de producción minera 
en el país va más allá del marco 
legal. Debe recordarse que la 
propuesta de cerrar Comibol, fue 

planteada en 2013, antes de la 
promulgación de la Ley de Minería 
535. En ese entonces se decía que 
se crearía la Empresa Corporativa 
Minera (Ecormin) en reemplazo 
de Comibol.

Las limitaciones de la empresa 
tienen que ver con la concepción 
de desarrollo del sector minero 
que tiene el Movimiento al Social-
ismo (MAS), que cree que es 
posible una minería donde convi-
van armónicamente y de manera 
equilibrada los sectores estatal, 
privado y las cooperativas. Esta 
concepción le llevó a respetar en 
la Constitución Política del Estado 

E Plurinacional los derechos mineros 
preconstituidos de las empresas 
privadas y cooperativas, a costa de 
la empresa estatal que mantuvo su 
papel de administrador de contra-
tos, sin lograr cumplir con su rol 
estratégico de industrializar la mine 
ría y distribuir sus excedentes en 
la economía plural.

Más grave aún, frente a la crisis 
inminente del sector minero por 
la caída de precios en el mercado 
mundial —luego de la bonanza 
internacional de precios— el 
agotamiento de yacimientos y por 
la falta de inversiones en 
exploración y desarrollo de nuevos 
proyectos, la salida que plantea el 
gobierno es cerrar la Comibol para 
liquidar a sus trabajadores y 
recontratarlos en menor número 
y, en peores condiciones laborales 
ya que estarían sujetos al Estatuto 
del Funcionario Público, tal como 
denunciaron dirigentes y 
trabajadores de esta empresa 
estatal.

Según declaraciones del 
Ministro de Minería, “la actual 
Comibol que vive del alquiler, cuenta 
con un 70% de su personal netamente 
administrativo, y por tanto no puede 
dirigir la cadena productiva”4. 
Actualmente la empresa cuenta 
con 6.958 trabajadores; 5.529 en 
los centros de Huanuni, Colquiri, 
Coro Coro y otros; 989 en 
proyectos de inversión de 
exploración y desarrollo y; 
440 en administración y 
apoyo.

Ya en 2014 se hablaba 
de racionalizar la fuerza 
de trabajo en Huanuni, 
proponiendo que 
podría operar de 
manera regular con 
3.000 trabajadores y 
prescindir de 1.848 de 
sus 4.848 trabajadores5. 

A la fecha este proceso ya se ha 
dado, habiendo empezado con la 
jubilación forzada de trabajadores 
que cumplían con el requisito de 
edad y el despido de otros tantos, 
llegando actualmente a contar 
solamente con 3.543 trabajadores.

Por otra parte, los sueldos y 
salarios de la Comibol son los más 
bajos del sector minero. La planilla 
anual del personal administrativo 
alcanzaba en 2017 a 3.1 millones 
de dólares, frente a los ingresos  
aproximados por contratos de 
riesgo compartido y arrenda- 
miento de 2015 que fue de 13 
millones de dólares. Asimismo, en 
Huanuni, se registraron pérdidas 
en las dos últimas gestiones, no 
solamente como efecto de los 
precios bajos de minerales, sino, 
principalmente, porque no se 
hicieron inversiones para mejorar 
la productividad de sus 
trabajadores, lo que motivó al 
gobierno a disminuir los ingresos 
de los trabajadores en el año 20156.

A MANERA DE REFLEXIÓN
A más de diez años de haberse 

iniciado el proceso de cambio, es 
demagogia seguir pregonando que 
la incapacidad de la Comibol se 
debe a la herencia neoliberal, con 
el único fin de ocultar que el 
desequilibrio de ingresos y gastos 
por falta de productividad, será 
resuelto afectando al eslabón más 
débil que son los trabajadores, 
haciendo expresa la intención de 
pasar la responsabilidad del 
desarrollo del sector minero a las 
empresas transnacionales. 

"En base a este anteproyecto 
prácticamente estuviera existiendo 
una situación de poder sacar gente y 
hacer una nueva recontratación (…) 
Nosotros estamos rechazando varios 
de los puntos (de la propuesta 
oficial),” (Dirigente de la 
FSTMB, Página Siete, 
12/06/2017).

La Federación Sindical de 
Trabajadores Mineros de Bolivia 
(FSTMB) anunció que presentará 
una contrapropuesta al 
ante-proyecto de decreto con el 
fin de que los trabajadores de la 
Comibol no sean afectados en sus 
fuentes de trabajo y en sus 
derechos. Existen varias razones 
que hacen pensar que el gobierno 
de Evo Morales terminará 
imponiendo su propuesta 
afectando seriamente el destino 
de la empresa estatal minera y de 
sus trabajadores.

NOTAS
1. h t tp ://www.comibo l . g ob. 

bo/index.php/24-noticias-inicio
/1277-fundamentos-ideologico-
politicos-de-la-refundacion-de-l
a-comibol-como-empresa-corpo
rativa (Vista 6 de julio de 2017).

2. Gaceta Oficial. 17 de marzo de 
1997. Código de Minería, Ley 
1777. Artículo 91.

Una excusa para flexibilizar
la fuerza de trabajo

Existen varias razones que hacen pensar que el gobierno de Evo Morales 
terminará imponiendo su propuesta afectando seriamente el destino de 
la empresa estatal minera y de sus trabajadores.

LA REFUNDACIÓN DE COMIBOL

¿Por qué el decreto a ser 
propuesto debería tener mayor 
importancia y efectos legales 
que la Ley 3720? Al parecer 
existen ciertos intereses del 
gobierno para cambiar y 

afectar el destino de Comibol 
bajo determinados parámetros.

Trabajadores mineros han declarado estado de emergencia ante la intención unilateral del gobierno de 
refundar Comibol (Foto:  Wara Vargas. La Razón, 17/09/2014).
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n junio de este año, el Ministro 
de Minería anunció la 
refundación de la Corporación 

Minera de Bolivia (Comibol) que 
se daría a través de un decreto 
supremo, respaldado en un estudio 
sobre los “Fundamentos 
ideológico-políticos de la 
refundación de la Comibol como 
empresa corporativa”1 , que alega 
que el neoliberalismo creó una 
estructura organizacional limitada 
a administrar contratos de riesgo 
compartido y de arrendamiento; 
razón por la cual, “pese a los esfuerzos 
que hizo el Estado Plurinacional con 
Leyes y Decretos” no se logró “restituir 
sus funciones productivas, con pocos 
resultados positivos, al extremo que el 
Estado tiene control de sólo el 7% de la 
actividad minera”. 

En efecto, el Código Minero 
con la Ley 1777 de 1997 limitó las 
actividades de la Comibol como 
una “entidad que dirige y administra, 
sin realizar directamente actividades 
mineras, y sólo mediante contratos de 
riesgo compartido, prestación de servicios 
o arrendamiento”2. Una década 
después, la Ley 3720 del 31 de 
julio de 2007, restituyó a esta 
empresa pública su capacidad de 
“participar directamente en la cadena 
productiva con las siguientes funciones: 
i) prospección y exploración; ii) 
explotación; iii) concentración; iv) 

fundición y refinación; v) comercialización 
de minerales y metales; vi) administrar 
las áreas fiscales.”

¿Por qué el decreto a ser 
propuesto3 debería tener mayor 
importancia y efectos legales que 
la Ley 3720? Al parecer existen 
ciertos intereses del gobierno para 
cambiar y afectar el destino de 
Comibol bajo determinados 
parámetros. En tal sentido, el 
problema de esta empresa pública 
para que no asuma el control de 
la cadena de producción minera 
en el país va más allá del marco 
legal. Debe recordarse que la 
propuesta de cerrar Comibol, fue 

planteada en 2013, antes de la 
promulgación de la Ley de Minería 
535. En ese entonces se decía que 
se crearía la Empresa Corporativa 
Minera (Ecormin) en reemplazo 
de Comibol.

Las limitaciones de la empresa 
tienen que ver con la concepción 
de desarrollo del sector minero 
que tiene el Movimiento al Social-
ismo (MAS), que cree que es 
posible una minería donde convi-
van armónicamente y de manera 
equilibrada los sectores estatal, 
privado y las cooperativas. Esta 
concepción le llevó a respetar en 
la Constitución Política del Estado 

Plurinacional los derechos mineros 
preconstituidos de las empresas 
privadas y cooperativas, a costa de 
la empresa estatal que mantuvo su 
papel de administrador de contra-
tos, sin lograr cumplir con su rol 
estratégico de industrializar la mine 
ría y distribuir sus excedentes en 
la economía plural.

Más grave aún, frente a la crisis 
inminente del sector minero por 
la caída de precios en el mercado 
mundial —luego de la bonanza 
internacional de precios— el 
agotamiento de yacimientos y por 
la falta de inversiones en 
exploración y desarrollo de nuevos 
proyectos, la salida que plantea el 
gobierno es cerrar la Comibol para 
liquidar a sus trabajadores y 
recontratarlos en menor número 
y, en peores condiciones laborales 
ya que estarían sujetos al Estatuto 
del Funcionario Público, tal como 
denunciaron dirigentes y 
trabajadores de esta empresa 
estatal.

Según declaraciones del 
Ministro de Minería, “la actual 
Comibol que vive del alquiler, cuenta 
con un 70% de su personal netamente 
administrativo, y por tanto no puede 
dirigir la cadena productiva”4. 
Actualmente la empresa cuenta 
con 6.958 trabajadores; 5.529 en 
los centros de Huanuni, Colquiri, 
Coro Coro y otros; 989 en 
proyectos de inversión de 
exploración y desarrollo y; 
440 en administración y 
apoyo.

Ya en 2014 se hablaba 
de racionalizar la fuerza 
de trabajo en Huanuni, 
proponiendo que 
podría operar de 
manera regular con 
3.000 trabajadores y 
prescindir de 1.848 de 
sus 4.848 trabajadores5. 

A la fecha este proceso ya se ha 
dado, habiendo empezado con la 
jubilación forzada de trabajadores 
que cumplían con el requisito de 
edad y el despido de otros tantos, 
llegando actualmente a contar 
solamente con 3.543 trabajadores.

Por otra parte, los sueldos y 
salarios de la Comibol son los más 
bajos del sector minero. La planilla 
anual del personal administrativo 
alcanzaba en 2017 a 3.1 millones 
de dólares, frente a los ingresos  
aproximados por contratos de 
riesgo compartido y arrenda- 
miento de 2015 que fue de 13 
millones de dólares. Asimismo, en 
Huanuni, se registraron pérdidas 
en las dos últimas gestiones, no 
solamente como efecto de los 
precios bajos de minerales, sino, 
principalmente, porque no se 
hicieron inversiones para mejorar 
la productividad de sus 
trabajadores, lo que motivó al 
gobierno a disminuir los ingresos 
de los trabajadores en el año 20156.

A MANERA DE REFLEXIÓN
A más de diez años de haberse 

iniciado el proceso de cambio, es 
demagogia seguir pregonando que 
la incapacidad de la Comibol se 
debe a la herencia neoliberal, con 
el único fin de ocultar que el 
desequilibrio de ingresos y gastos 
por falta de productividad, será 
resuelto afectando al eslabón más 
débil que son los trabajadores, 
haciendo expresa la intención de 
pasar la responsabilidad del 
desarrollo del sector minero a las 
empresas transnacionales. 

"En base a este anteproyecto 
prácticamente estuviera existiendo 
una situación de poder sacar gente y 
hacer una nueva recontratación (…) 
Nosotros estamos rechazando varios 
de los puntos (de la propuesta 
oficial),” (Dirigente de la 
FSTMB, Página Siete, 
12/06/2017).

La Federación Sindical de 
Trabajadores Mineros de Bolivia 
(FSTMB) anunció que presentará 
una contrapropuesta al 
ante-proyecto de decreto con el 
fin de que los trabajadores de la 
Comibol no sean afectados en sus 
fuentes de trabajo y en sus 
derechos. Existen varias razones 
que hacen pensar que el gobierno 
de Evo Morales terminará 
imponiendo su propuesta 
afectando seriamente el destino 
de la empresa estatal minera y de 
sus trabajadores.

NOTAS
1. h t tp ://www.comibo l . g ob. 

bo/index.php/24-noticias-inicio
/1277-fundamentos-ideologico-
politicos-de-la-refundacion-de-l
a-comibol-como-empresa-corpo
rativa (Vista 6 de julio de 2017).

2. Gaceta Oficial. 17 de marzo de 
1997. Código de Minería, Ley 
1777. Artículo 91.

La salida que plantea el 
gobierno es cerrar la Comibol 

para liquidar a sus 
trabajadores y recontratarlos 

en menor número y, en peores 
condiciones laborales ya que, 

estarían sujetos al Estatuto del 
Funcionario Público
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Cuadro I: Personal de la Comibol a nivel nacional, 2017

EMPRESAS MINERAS PROYECTOS DE INVERSIÓN ADMINISTRACIÓN Y APOYO

E.M. Huanuni 3.543 Exploración La Paz 52 Central La Paz 190

E.M. Colquiri 236 Exploración Potosí 15 Dir. de Medio Ambiente 14

E.M. Corocoro 1.228 Exploración Quechisla 38 E.B. Oro 8

E.M. Karachipampa 304 Exploración Oruro 18 Gerencia Oruro 42

E.M. Caracoles 84 Exploración Santa Cruz 33 CIMM Oruro 30

UU Prod. Capuratas 45 Proyecto Malku Khota 121 Almacenes Oruro 26

Fundición Bismuto 28 GNRE 367 Gerencia Potosí 54

Planta Pulacayo 29 Proyecto Amayapampa 290 Adm. Quechisla 58

Maestranza Catavi 20 Archivo Histórico 55 Adm. Catavi 13

ACRESU 2   Gerencia Santa Cruz 5

Sub Total 5.529 Sub Total 989 Sub Total 440 

                                 TOTAL PERSONAL                 6.958

Fuente: Comibol, 2017.

Cuadro 2: Utilidades de la Empresa Huanuni

Nota: MM=Miles de millones.
Fuente: Página Siete 24/05/2017. 

  Año 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016

MM de US$ 6.95 20.05 8.21 1.06 25.14 27.93 11.19 0.55 0.17 -17.84 -6.71

3. El proyecto de decreto consta de 
30 artículos, cuatro capítulos y 
cuatro disposiciones. Los capítulos 
tienen referencia a la organización 
de la Comibol Empresa 
Corporativa, el cierre de esta 
empresa y a la creación de la 
Entidad Liquidadora de Comibol 
que funcionaría hasta el 31 de 
diciembre de 2017. En su artículo 
3 establece que las empresas filiales 
y subsidiarias son: Empresa Minera 
de Huanuni, Empresa Minera 
Colquiri, Empresa Minera Coro 
Coro, Empresa Metalúrgica Vinto 
y la Empresa Metalúrgica 

Karachipampa (La Patria, 
 26/06/2017) 

http://www.lapatriaenlinea.com/
?t=comibol-podra-determinar-dis
olucia-n-de-empresas-filiales-y-ap
robar-escala&nota=291944

4. ANF. 09/06/2017. El gobierno 
aprobará decreto de refundación 
de Comibol. 
http://www.comibol.gob.bo/ind
ex.php/24-noticias-inicio/1253-el
-gobierno-aprobara-decreto-de-re
fundacion-de-la-comibol (vista el 
3 de julio de 2017).

5. La Razón. 17 de septiembre de 
2014. Comibol considera que 
Huanuni puede operar con 3.000 
obreros. 
http://www.la-razon.com/econo
mia/Personal-Comibol-considera
-Huanuni-operar-obreros_0_212
7387254.html (Vista 6 de julio de 
2017).

6. http://www.la-razon.com/eco-
nomia/Crisis-Huanuni-escala-sa-
larial-recorte-

 ingresos_0_2266573371.html

A más de diez años de 
haberse iniciado el proceso 
de cambio, es demagogia 
seguir pregonando que la 
incapacidad de la Comibol 

se debe a la herencia 
neoliberal

Las condiciones laborales para los trabajadores mineros en 
algunas empresas, aún continúan siendo precarias.
(Foto: La Patria, 24/05/2013).
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Cuadro 3:  Planilla del personal administrativo de Comibol (2017)

CARGO CASOS SUELDO MES (Bs.) COSTO MES (Bs.)

Presidente ejecutivo 1 15.389 15.389

Gerentes 3 13.640 40.920

Directores de área 9 12.355 111.195

Jefes de departamento A 9 10.810 97.290

Jefes de departamento B profesionales 1 13 8.831 114.803

Jefes de departamento C profesionales 2 12 7.893 94.716

Gerente técnico regional 2 7.579 15.158

Personal profesional administrativo A 33 7.044 232.452

Encargado de personal 2 6.415 12.830

Personal profesional administrativo B 19 6.177 117.363

Encargado de bienes y mantenimiento A 8 6.031 48.248

Personal profesional administrativo C 21 5.567 116.907

Encargado de bienes y mantenimiento B 20 5.042 100.840

Profesional junior 12 4.884 58.608

Personal técnico administrativo 1 12 4.285 51.420

Personal técnico 1 4.249 4.249

Personal técnico administrativo 2 19 3.773 71.687

Personal de apoyo 1 27 3.350 90.450

Personal administrativo 1 8 3.098 24.784

Personal de apoyo 2 36 2.986 107.496

Personal auxiliar y de servicios 1 17 2.649 45.033

Personal administrativo 2 4 2.475 9.900

Personal auxiliar y de servicios 2 29 2.387 69.223

Personal auxiliar 1 25 1.972 49.300

Personal auxiliar 2 49 1.852 90.748

Costo Total 391 150.733 1.791.009

COSTO TOTAL ANUAL   21.492.108

Fuente: Comibol, 2017.

2013 18.957.546 3.167.377 22.124.923

2014 19.479.488 3.170.164 22.649.652

2015 10.620.996 2.198.519 12.819.515

Cuadro 4: Ingresos de Comibol por contratos y canon de arrendamiento (En dólares)

AÑO CONTRATO DE EMPRESAS CANON COOPERATIVAS TOTAL

Nota: No incluye Illapa (Porco y Bolívar) por fecha de contrato de asociación en controversia.
Fuente: Comibol, 2017.



a violación de los derechos de 
trabajadores bolivianos por 

parte de empresas chinas que 
tienen a su cargo grandes proyectos 
de infraestructura en Bolivia, es de 
nunca acabar. Tal parece que 
gozaran de privilegios e inmunidad 
para desconocer la legislación 
laboral y, lo que es peor, para 
sobreexplotar trabajadores en 
condiciones materiales infra- 
humanas (mala alimentación en los 
campamentos, servicios higiénicos 
insalubres, ropa de trabajo 
inadecuada, deficiente seguridad 
industrial, jornadas de más 10 
horas diarias, campamentos 
improvisados, medios de trabajo 
precarios, maltrato, etc.).

Una reciente denuncia de 
vulneración de derechos laborales 
por parte de dos empresas 
subcontratadas por el consorcio 
chino CAMC Engineering Co. 
Ltda (Constructora Mirkoro SRL 
y Dima-Log SCP Montajes) puso 
nuevamente al descubierto la 
práctica recurrente de empresas 
chinas en Bolivia de pisoteo de los 
derechos de los trabajadores y de 
burla de las leyes laborales 
nacionales, esta vez bajo la figura 
de subcontratación. Resulta 
pertinente recordar que los 
contratos públicos con empresas 
chinas, como develó una 

investigación del CEDLA en el 
caso de Sinohydro (2016), 
contemplan una cláusula referida 
a que estas entidades están 
obligadas a cumplir con la 
legislación laboral vigente, precepto 
que las empresas chinas hacen caso 
omiso y que el gobierno nacional 
permite.

CON MÁS PRESENCIA
Y PODER EN BOLIVIA
En los dos últimos años se 

consolidó la presencia de grandes 
empresas chinas en Bolivia 
favorecidas por el gobierno de Evo 
Morales para ejecutar millonarios 
proyectos de inversión pública, en 
el marco de convenios bilaterales 
que tienen como fin fortalecer la 
estrategia de salida y reproducción 
de capitales de China en países 
como Bolivia que buscan 
préstamos de ese país “en 
condiciones favorables”.

La última en adjudicarse un 
proyecto millonario fue la empresa 
Sinohydro Corporation Limited 
para la construcción de la represa 

del proyecto hidroeléctrico Ivirizu 
emplazado en la provincia Carrasco 
del departamento de Cochabamba, 
según reportó el actual ministro de 
Energía. La Sinohydro es 
beneficiada por el gobierno a pesar 
de que esta empresa tiene diez 
juicios laborales y civiles pendientes 
en Ecuador y varias denuncias de 
vulneración de derechos laborales 
y ambientales en Bolivia, que 
fueron parcialmente atendidas por 
el Ministerio de Trabajo.

El costo del proyecto alcanza 
a más de 549.9 millones de dólares 
(Página Siete, 18/08/2017), monto 
que, sumado a los 2.450 millones 
de dólares que estaban en manos 
de empresas chinas en marzo de 
2016, revela que estas empresas 
concentran más de 3 mil millones 
de dólares en construcción de 
obras públicas, monto que 
representa algo más del 8% del PIB 
de 2016. Estos proyectos son 
financiados en gran parte con 
recursos fiscales que provienen de 
los impuestos de los bolivianos y 
por la banca estatal china (China 

L

Continúan vulnerando
derechos laborales

SINOHYDRO, CAMC, HARZONE, SINOPEC, VICSTAR... 

Las grandes empresas chinas en Bolivia basan su régimen de trabajo 
en la sobrexplotación de los trabajadores bajo condiciones de extrema 
precariedad y en la vulneración de derechos laborales y sociales. 
¿Quién detiene al dragón chino?

Expor t and Import 
Bank-Eximbank y el Banco de 
Desarrollo de China-CDB), y  en 
menor proporción con recursos 
de otras fuentes de préstamo 
(CAF, BID, FONPLATA, etc.) 
(Boletín Control Ciudadano N° 
29, CEDLA, Marzo 2016).

¿Cuántas empresas chinas 
operan en Bolivia? Según Yao 
Ming, consejero económico de la 
Embajada de China, en el país 
operaban en 2016 más de 50 
empresas vinculadas a la ejecución 
de obras públicas en el marco de 
un convenio con el Estado 
boliviano que contempla además 
trasferencia tecnológica y 
capacitación a gerentes e 
ingenieros locales, especialmente 
a profesionales jóvenes (Eju.tv 
21/10/2016). Debe resaltarse que 
las empresas chinas también 
cuentan con concesiones 
petroleras, fundamentalmente en 
el norte amazónico boliviano 
(departamentos de La Paz, Beni 
y Pando), las que se encuentran 
en fase de exploración (Opinión, 
12/02/2017).

Silvia Molina, investigadora del 
CEDLA, tomando como base las 
referencias de la Cámara de 
Empresas Chinas en Bolivia 
(CECB), estimó que hasta fines 
del 2016, operaban en el país al 
menos 100 empresas chinas, la 
mayoría consorcios estatales, con 
adjudicaciones de obras de 
infraestructura y  con significativa 
presencia en la actividad minera, 
además de algunas empresas 
privadas pequeñas vinculadas a 
diferentes actividades económicas 
(Opinión, 12/02/2017).

VULNERACIÓN DE 
DERECHOS LABORALES
Uno de los rasgos principales 

de la creciente presencia china en 
Bolivia tiene relación con la 
vulneración recurrente de los 
derechos de los trabajadores en 
varias de sus empresas, que implica 
la reproducción de condiciones de 
trabajo altamente precarias y el 
desconocimiento de la legislación 
laboral nacional que  atenta contra  
la soberanía jurídica del país.

Entre 2010 y septiembre de 
2017, un recuento preliminar del 
Observatorio Boliviano de 

Empleo y Seguridad Social del 
CEDLA, permitió conocer que se 
habrían manifestado al menos 17 
denuncias públicas de violación 
de derechos de los trabajadores y 
de reproducción de condiciones 
insalubres de trabajo, la mayoría 
por parte de las empresas 
Sinohydro, CAMC Engineering 
Bolivia Branch y Harzone 
Industry Corporation. La primera 
empresa destaca de lejos como la 
principal conculcadora de 
derechos laborales en el país.

Si bien el Ministerio de 
Trabajo, a través de sus filiales 
departamentales, acogió algunas 
de estas denuncias, las acciones 
asumidas para el cumplimiento 
obligatorio de las normas laborales 
(según reza la CPE vigente) 
fueron insuficientes y hasta 
condescendientes con las prácticas 
de vulneración de derechos por 
parte de empresas chinas. A esta 
misma lógica  se sumaron la 
Cancillería y otras autoridades 
públicas y, lo que es inaceptable, 
dirigentes nacionales del sector de 

la construcción y de la Central 
Obrera Boliviana.

La fijación de multas laborales 
a las empresas chinas, como 
principal medida punitiva 
dispuesta por esta cartera de 
Estado, definitivamente no es una 
medida que conduzca al respeto 
y aplicación de la legislación 
laboral, ya que como demostró la 
cotidianeidad de los trabajadores, 
las vulneraciones de derechos 
continuaron registrándose, 
mientras que el Estado siguió 
otorgando  grandes contratos a 
las empresas chinas.

Ante la presión de los 
trabajadores afectados y el repudio 
generalizado, en octubre de 2016, 
el Ministerio de Trabajo en 
coordinación con la Embajada de 
China organizaron un taller con 
representantes de los consorcios 
de Harzone, Sinopec, Sinohydro 
Corporacion, Vicstar y CAMC 
con el objetivo de establecer un 
primer encuentro de “diálogo y 
acercamiento para superar las denuncias 
de explotación y abuso laboral” y para 
que las empresas “conozcan más de 
las reglas laborales de Bolivia” (Eju.tv, 
22/10/2016). En el evento, Yao 
Ming, consejero Económico y 
Comercial de la Embajada de 
China, manifestó a nombre de su 
país que las empresas que operan 
en Bolivia cumplirán con las leyes 
laborales bolivianas, compromiso 
que fue roto rápidamente por 
Sinohydro y Harzone que en los 
siguientes meses incurrieron en 
despidos injustificados, maltrato 
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La Sinohydro es beneficiada por el 
gobierno a pesar que tiene diez 

juicios laborales y civiles 
pendientes en Ecuador y varias 

denuncias de vulneración de 
derechos laborales y ambientales 
en Bolivia, parcialmente atendidas 

por el Ministerio de Trabajo.

Trabajadores de 
la empresa 
Sinohydro 
esperan 
pacientemente 
las reuniones de 
sus dirigentes con 
los empleadores 
chinos.
(Foto: El Deber. 
11/04/2017).
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a violación de los derechos de 
trabajadores bolivianos por 

parte de empresas chinas que 
tienen a su cargo grandes proyectos 
de infraestructura en Bolivia, es de 
nunca acabar. Tal parece que 
gozaran de privilegios e inmunidad 
para desconocer la legislación 
laboral y, lo que es peor, para 
sobreexplotar trabajadores en 
condiciones materiales infra- 
humanas (mala alimentación en los 
campamentos, servicios higiénicos 
insalubres, ropa de trabajo 
inadecuada, deficiente seguridad 
industrial, jornadas de más 10 
horas diarias, campamentos 
improvisados, medios de trabajo 
precarios, maltrato, etc.).

Una reciente denuncia de 
vulneración de derechos laborales 
por parte de dos empresas 
subcontratadas por el consorcio 
chino CAMC Engineering Co. 
Ltda (Constructora Mirkoro SRL 
y Dima-Log SCP Montajes) puso 
nuevamente al descubierto la 
práctica recurrente de empresas 
chinas en Bolivia de pisoteo de los 
derechos de los trabajadores y de 
burla de las leyes laborales 
nacionales, esta vez bajo la figura 
de subcontratación. Resulta 
pertinente recordar que los 
contratos públicos con empresas 
chinas, como develó una 

investigación del CEDLA en el 
caso de Sinohydro (2016), 
contemplan una cláusula referida 
a que estas entidades están 
obligadas a cumplir con la 
legislación laboral vigente, precepto 
que las empresas chinas hacen caso 
omiso y que el gobierno nacional 
permite.

CON MÁS PRESENCIA
Y PODER EN BOLIVIA
En los dos últimos años se 

consolidó la presencia de grandes 
empresas chinas en Bolivia 
favorecidas por el gobierno de Evo 
Morales para ejecutar millonarios 
proyectos de inversión pública, en 
el marco de convenios bilaterales 
que tienen como fin fortalecer la 
estrategia de salida y reproducción 
de capitales de China en países 
como Bolivia que buscan 
préstamos de ese país “en 
condiciones favorables”.

La última en adjudicarse un 
proyecto millonario fue la empresa 
Sinohydro Corporation Limited 
para la construcción de la represa 

del proyecto hidroeléctrico Ivirizu 
emplazado en la provincia Carrasco 
del departamento de Cochabamba, 
según reportó el actual ministro de 
Energía. La Sinohydro es 
beneficiada por el gobierno a pesar 
de que esta empresa tiene diez 
juicios laborales y civiles pendientes 
en Ecuador y varias denuncias de 
vulneración de derechos laborales 
y ambientales en Bolivia, que 
fueron parcialmente atendidas por 
el Ministerio de Trabajo.

El costo del proyecto alcanza 
a más de 549.9 millones de dólares 
(Página Siete, 18/08/2017), monto 
que, sumado a los 2.450 millones 
de dólares que estaban en manos 
de empresas chinas en marzo de 
2016, revela que estas empresas 
concentran más de 3 mil millones 
de dólares en construcción de 
obras públicas, monto que 
representa algo más del 8% del PIB 
de 2016. Estos proyectos son 
financiados en gran parte con 
recursos fiscales que provienen de 
los impuestos de los bolivianos y 
por la banca estatal china (China 

Expor t and Import 
Bank-Eximbank y el Banco de 
Desarrollo de China-CDB), y  en 
menor proporción con recursos 
de otras fuentes de préstamo 
(CAF, BID, FONPLATA, etc.) 
(Boletín Control Ciudadano N° 
29, CEDLA, Marzo 2016).

¿Cuántas empresas chinas 
operan en Bolivia? Según Yao 
Ming, consejero económico de la 
Embajada de China, en el país 
operaban en 2016 más de 50 
empresas vinculadas a la ejecución 
de obras públicas en el marco de 
un convenio con el Estado 
boliviano que contempla además 
trasferencia tecnológica y 
capacitación a gerentes e 
ingenieros locales, especialmente 
a profesionales jóvenes (Eju.tv 
21/10/2016). Debe resaltarse que 
las empresas chinas también 
cuentan con concesiones 
petroleras, fundamentalmente en 
el norte amazónico boliviano 
(departamentos de La Paz, Beni 
y Pando), las que se encuentran 
en fase de exploración (Opinión, 
12/02/2017).

Silvia Molina, investigadora del 
CEDLA, tomando como base las 
referencias de la Cámara de 
Empresas Chinas en Bolivia 
(CECB), estimó que hasta fines 
del 2016, operaban en el país al 
menos 100 empresas chinas, la 
mayoría consorcios estatales, con 
adjudicaciones de obras de 
infraestructura y  con significativa 
presencia en la actividad minera, 
además de algunas empresas 
privadas pequeñas vinculadas a 
diferentes actividades económicas 
(Opinión, 12/02/2017).

VULNERACIÓN DE 
DERECHOS LABORALES
Uno de los rasgos principales 

de la creciente presencia china en 
Bolivia tiene relación con la 
vulneración recurrente de los 
derechos de los trabajadores en 
varias de sus empresas, que implica 
la reproducción de condiciones de 
trabajo altamente precarias y el 
desconocimiento de la legislación 
laboral nacional que  atenta contra  
la soberanía jurídica del país.

Entre 2010 y septiembre de 
2017, un recuento preliminar del 
Observatorio Boliviano de 

Empleo y Seguridad Social del 
CEDLA, permitió conocer que se 
habrían manifestado al menos 17 
denuncias públicas de violación 
de derechos de los trabajadores y 
de reproducción de condiciones 
insalubres de trabajo, la mayoría 
por parte de las empresas 
Sinohydro, CAMC Engineering 
Bolivia Branch y Harzone 
Industry Corporation. La primera 
empresa destaca de lejos como la 
principal conculcadora de 
derechos laborales en el país.

Si bien el Ministerio de 
Trabajo, a través de sus filiales 
departamentales, acogió algunas 
de estas denuncias, las acciones 
asumidas para el cumplimiento 
obligatorio de las normas laborales 
(según reza la CPE vigente) 
fueron insuficientes y hasta 
condescendientes con las prácticas 
de vulneración de derechos por 
parte de empresas chinas. A esta 
misma lógica  se sumaron la 
Cancillería y otras autoridades 
públicas y, lo que es inaceptable, 
dirigentes nacionales del sector de 

la construcción y de la Central 
Obrera Boliviana.

La fijación de multas laborales 
a las empresas chinas, como 
principal medida punitiva 
dispuesta por esta cartera de 
Estado, definitivamente no es una 
medida que conduzca al respeto 
y aplicación de la legislación 
laboral, ya que como demostró la 
cotidianeidad de los trabajadores, 
las vulneraciones de derechos 
continuaron registrándose, 
mientras que el Estado siguió 
otorgando  grandes contratos a 
las empresas chinas.

Ante la presión de los 
trabajadores afectados y el repudio 
generalizado, en octubre de 2016, 
el Ministerio de Trabajo en 
coordinación con la Embajada de 
China organizaron un taller con 
representantes de los consorcios 
de Harzone, Sinopec, Sinohydro 
Corporacion, Vicstar y CAMC 
con el objetivo de establecer un 
primer encuentro de “diálogo y 
acercamiento para superar las denuncias 
de explotación y abuso laboral” y para 
que las empresas “conozcan más de 
las reglas laborales de Bolivia” (Eju.tv, 
22/10/2016). En el evento, Yao 
Ming, consejero Económico y 
Comercial de la Embajada de 
China, manifestó a nombre de su 
país que las empresas que operan 
en Bolivia cumplirán con las leyes 
laborales bolivianas, compromiso 
que fue roto rápidamente por 
Sinohydro y Harzone que en los 
siguientes meses incurrieron en 
despidos injustificados, maltrato 

Hasta fines del 2016, 
operaban en el país al 
menos 100 empresas 

chinas, la mayoría consorcios 
estatales, para obras de 

infraestructura y con 
significativa presencia en la 

actividad minera

La movilización de 
los trabajadores,  
contratados por 
empresas chinas, 
ha sido una 
constante (Foto: 
Los Tiempos. Sol de 
Pando, 
27/01/2016).
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laboral e incumplimiento de 
medidas de seguridad industrial.

La conculcación de derechos 
afectó también a los trabajadores 
chinos que laboran en algunas de 
las empresas infractoras, cuyo 
grado de desprotección legal y 
social es igual o peor al de los 
obreros nacionales. Las denuncias 
de vulneración de derechos 
laborales de súbditos chinos 
fueron más allá. En junio de 2017, 
un ingeniero despedido de la 
Sociedad Accidental CCCC 
denunció que esta empresa estaría 
empleando a reos traídos desde 
China para la construcción de 
mega-obras. Según esta denuncia, 
no sólo el consorcio mencionado, 
sino también la Harbour 
Engineering Company (con un 
contrato  por un monto superior 
a 143 millones de dólares) y  
Harzone, estarían recurriendo al 
trabajo de presidiarios de ese país, 
quienes estarían trabajando en 
“condiciones de semiesclavitud”, 
vulnerando normas nacionales y 
convenios internacionales de 
derechos humanos y laborales 
(Eju.tv, 13/06/2017; Programa 
Cabildeo, Radio Líder). Otro caso 
es el de Harzone donde casi la 
totalidad de sus trabajadores son 
de origen chino con un número 
significativo de obreros en 
condición de presos que habrían 
sido conrratados. Ni el Ministerio 
de Trabajo ni otra instancia 
pública intervinieron en la 
verificación de este extremo y en 
la atención de la denuncia.

Con todos estos antecedentes 
y el número de denuncias 
registradas, muestra claramente 
que la sobreexplotación de los 
trabajadores no es algo casual, 
sino que el régimen de trabajo 
adoptado por gran parte de estas 
empresas tiene como sustento la 

explotación salvaje de fuerza de 
trabajo.

SUBCONTRATACIÓN: 
OTRA MANERA DE 
BURLAR DERECHOS
En los primeros días de 

agosto del presente año, un 
dirigente de la Central Obrera 
Departamental de Potosí (COD) 
denunció la violación de derechos 
de los trabajadores de la 
Constructora Mirkoro SRL y 
Dima-Log SCP Montajes, ambas 
subcontratadas por el consorcio 
chino CAMC Engineering Co. 
Ltda. y que están a cargo de las 
obras de construcción de la planta 
de sales de cloruro de potasio de 
litio en la zona de Llipi Llipi del 
Salar de Uyuni. La CAMC 
subcontrató para esta mega obra, 
a varias empresas para diferentes 
tareas relacionadas a la instalación 
de la planta.

Las denuncias realizadas de 
manera directa a dirigentes de la 
COD potosina y proporcionadas 
en audios grabados por una 
emisora local, refirieron que los 
obreros son sometidos a jornadas 
de trabajo de 11 horas (por 
encima de las ocho dispuestas por 
la Ley General del Trabajo) sin el 

reconocimiento de las horas 
extraordinarias trabajadas, el 
trabajo sin pausa de obreros 
enfermos y con invalidez 
temporal sin posibilidad de gozar 
de “baja médica”, la insuficiencia 
de medios y medidas de higiene 
y seguridad industrial (deficiente 
ropa de trabajo y otros) y, la 
dotación deficiente de 
instrumentos de trabajo (El 
Potosí, 03/08/2017). La denuncia 
provocó que un día después, 
representantes de las empresas 
cuestionadas se comprometan a 
cumplir la legislación laboral 
nacional, compromiso que duró 
poco por la represalia desatada 
posteriormente contra los obreros 
denunciantes.

Una comisión integrada por 
dirigentes de la COD de Potosí y 
el Jefe Regional de Trabajo de 
Uyuni corroboraron días después 
in situ este nuevo caso de 
vulneración de derechos laborales 
que involucra a empresas chinas 
(El Potosí, 07/08/2017), que 
operan a través de dos empresas 
subcontratistas administradas por 
empresarios bolivianos. El 
mencionado Jefe Regional señaló 
entonces que las dos empresas 
denunciadas serían citadas ante 

su autoridad para responder por 
la violación de derechos laborales.

Una acción importante de los 
trabajadores de ambas empresas 
subcontratistas fue la 
conformación de un sindicato 
venciendo la oposición de estas 
entidades para la organización de 
este instrumento (El Potosí, 
07/08/2017), único medio de la 
clase obrera para lograr la 
conquista de derechos.

En represalia, tres obreros que 
denunciaron la violación de 
derechos laborales fueron 
despedidos intempestivamente 
antes de cumplirse los 90 días de 
sus contratos temporales, según la 
denuncia efectuada por el 
Secretario Ejecutivo de la COD 
Potosí (El Potosí, 10/08/2017). 
Si bien uno de ellos fue restituido 
gracias a una audiencia en la 
Jefatura de Trabajo de Uyuni (El 
Potosí, 15/08/2017), con los 
despidos quedó claro que ambas 
empresas no estaban dispuestas a 
mejorar las condiciones de trabajo 
de sus obreros, ni cumplir con la 
legislación laboral nacional.

Ni los dirigentes, obreros y 
funcionarios de la Jefatura de 
Trabajo de Uyuni señalaron que 
la empresa corresponsable de la 
vulneración de derechos es la 
china CAMC, por ser la entidad 
que subcontrató a las empresas 
denunciadas. Considerando que 
las empresas chinas como otras 
extranjeras están sujetas a la 
legislación nacional y laboral, esta 
empresa contratista tiene 
responsabilidades claramente 
establecidas. 

Precisamente, el vigente 
Decreto Supremo 0107 de 1 de 
mayo de 2009 determina que las 
empresas contratantes deben 
incluir en el contrato “una cláusula 
que establezca que la empresa 
subcontratada dará cumplimiento de las 

obligaciones sociolaborales” de sus 
trabajadores que están amparados 
por la Ley General del Trabajo. La 
contratante no sólo tiene la 
obligación de incluir la cláusula 
correspondiente, sino también la 
de exigir su cumplimiento. Si la 
CAMC incluyó u omitió la cláusula 
de respeto de la legislación laboral 
y eludió su obligación de velar por 
su cumplimiento, tiene suficiente 
responsabilidad legal en la 
afectación de los derechos 
laborales de los obreros y de sus 
condiciones de trabajo. Esta 
responsabilidad incluso se extiende 
a la entidad estatal que firmó el 
contrato con esta empresa, 
considerando su obligación de 
hacer cumplir todos los términos 
del convenio, entre éstos, los de 
carácter laboral.

La subcontratación y 
tercerización laboral se 
generalizaron en el país como 
formas de organización del trabajo 
que consisten en reducir el núcleo 
de trabajadores permanentes con 
beneficios laborales y extender la 
población de obreros 
desprotegidos a través de la 
contratación de una o más 

empresas para el desarrollo de una 
tarea o procesos determinados. La 
fuerza de trabajo vinculada a las 
subcontratistas está sujeta 
generalmente a contratos 
temporales, salarios por debajo o 
iguales al mínimo nacional y a la 
carencia de seguridad social e 
industrial. La subcontratación 
busca la elusión de las obligaciones 
laborales de las empresas privadas 
contratantes y trasladar toda la 
responsabilidad a las entidades 
subcontratistas cuya dinámica y 
tamaño depende de la demanda 
de las primeras. En suma, es un 
recurso conveniente para abaratar 
los costos laborales para el  capital 
y generar elevadas ganancias 
empresariales.

En el caso de CAMC y de las 
empresas chinas que recurren a la 
subcontratación resulta pertinente 
enfatizar que los derechos laborales 
establecidos por la legislación 
boliviana, abarcan a todas las 
formas y modalidades de 
organización del trabajo y  que los 
trabajadores organizados en 
sindicatos están dispuestos a luchar 
para que éstos se cumplan. 

 

En junio de 2017, un 
ingeniero despedido de la 
Sociedad Accidental CCCC 
denunció que esta empresa 
estaría empleando a reos 

traídos desde China para la 
construcción de mega-obras.

La empresa Sinohydro tiene varias denuncias en el país por maltrato, discriminación y vulneración de 
derechos laborales (Foto: El Día, 11/04/2017).
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laboral e incumplimiento de 
medidas de seguridad industrial.

La conculcación de derechos 
afectó también a los trabajadores 
chinos que laboran en algunas de 
las empresas infractoras, cuyo 
grado de desprotección legal y 
social es igual o peor al de los 
obreros nacionales. Las denuncias 
de vulneración de derechos 
laborales de súbditos chinos 
fueron más allá. En junio de 2017, 
un ingeniero despedido de la 
Sociedad Accidental CCCC 
denunció que esta empresa estaría 
empleando a reos traídos desde 
China para la construcción de 
mega-obras. Según esta denuncia, 
no sólo el consorcio mencionado, 
sino también la Harbour 
Engineering Company (con un 
contrato  por un monto superior 
a 143 millones de dólares) y  
Harzone, estarían recurriendo al 
trabajo de presidiarios de ese país, 
quienes estarían trabajando en 
“condiciones de semiesclavitud”, 
vulnerando normas nacionales y 
convenios internacionales de 
derechos humanos y laborales 
(Eju.tv, 13/06/2017; Programa 
Cabildeo, Radio Líder). Otro caso 
es el de Harzone donde casi la 
totalidad de sus trabajadores son 
de origen chino con un número 
significativo de obreros en 
condición de presos que habrían 
sido conrratados. Ni el Ministerio 
de Trabajo ni otra instancia 
pública intervinieron en la 
verificación de este extremo y en 
la atención de la denuncia.

Con todos estos antecedentes 
y el número de denuncias 
registradas, muestra claramente 
que la sobreexplotación de los 
trabajadores no es algo casual, 
sino que el régimen de trabajo 
adoptado por gran parte de estas 
empresas tiene como sustento la 

explotación salvaje de fuerza de 
trabajo.

SUBCONTRATACIÓN: 
OTRA MANERA DE 
BURLAR DERECHOS
En los primeros días de 

agosto del presente año, un 
dirigente de la Central Obrera 
Departamental de Potosí (COD) 
denunció la violación de derechos 
de los trabajadores de la 
Constructora Mirkoro SRL y 
Dima-Log SCP Montajes, ambas 
subcontratadas por el consorcio 
chino CAMC Engineering Co. 
Ltda. y que están a cargo de las 
obras de construcción de la planta 
de sales de cloruro de potasio de 
litio en la zona de Llipi Llipi del 
Salar de Uyuni. La CAMC 
subcontrató para esta mega obra, 
a varias empresas para diferentes 
tareas relacionadas a la instalación 
de la planta.

Las denuncias realizadas de 
manera directa a dirigentes de la 
COD potosina y proporcionadas 
en audios grabados por una 
emisora local, refirieron que los 
obreros son sometidos a jornadas 
de trabajo de 11 horas (por 
encima de las ocho dispuestas por 
la Ley General del Trabajo) sin el 

reconocimiento de las horas 
extraordinarias trabajadas, el 
trabajo sin pausa de obreros 
enfermos y con invalidez 
temporal sin posibilidad de gozar 
de “baja médica”, la insuficiencia 
de medios y medidas de higiene 
y seguridad industrial (deficiente 
ropa de trabajo y otros) y, la 
dotación deficiente de 
instrumentos de trabajo (El 
Potosí, 03/08/2017). La denuncia 
provocó que un día después, 
representantes de las empresas 
cuestionadas se comprometan a 
cumplir la legislación laboral 
nacional, compromiso que duró 
poco por la represalia desatada 
posteriormente contra los obreros 
denunciantes.

Una comisión integrada por 
dirigentes de la COD de Potosí y 
el Jefe Regional de Trabajo de 
Uyuni corroboraron días después 
in situ este nuevo caso de 
vulneración de derechos laborales 
que involucra a empresas chinas 
(El Potosí, 07/08/2017), que 
operan a través de dos empresas 
subcontratistas administradas por 
empresarios bolivianos. El 
mencionado Jefe Regional señaló 
entonces que las dos empresas 
denunciadas serían citadas ante 

su autoridad para responder por 
la violación de derechos laborales.

Una acción importante de los 
trabajadores de ambas empresas 
subcontratistas fue la 
conformación de un sindicato 
venciendo la oposición de estas 
entidades para la organización de 
este instrumento (El Potosí, 
07/08/2017), único medio de la 
clase obrera para lograr la 
conquista de derechos.

En represalia, tres obreros que 
denunciaron la violación de 
derechos laborales fueron 
despedidos intempestivamente 
antes de cumplirse los 90 días de 
sus contratos temporales, según la 
denuncia efectuada por el 
Secretario Ejecutivo de la COD 
Potosí (El Potosí, 10/08/2017). 
Si bien uno de ellos fue restituido 
gracias a una audiencia en la 
Jefatura de Trabajo de Uyuni (El 
Potosí, 15/08/2017), con los 
despidos quedó claro que ambas 
empresas no estaban dispuestas a 
mejorar las condiciones de trabajo 
de sus obreros, ni cumplir con la 
legislación laboral nacional.

Ni los dirigentes, obreros y 
funcionarios de la Jefatura de 
Trabajo de Uyuni señalaron que 
la empresa corresponsable de la 
vulneración de derechos es la 
china CAMC, por ser la entidad 
que subcontrató a las empresas 
denunciadas. Considerando que 
las empresas chinas como otras 
extranjeras están sujetas a la 
legislación nacional y laboral, esta 
empresa contratista tiene 
responsabilidades claramente 
establecidas. 

Precisamente, el vigente 
Decreto Supremo 0107 de 1 de 
mayo de 2009 determina que las 
empresas contratantes deben 
incluir en el contrato “una cláusula 
que establezca que la empresa 
subcontratada dará cumplimiento de las 

obligaciones sociolaborales” de sus 
trabajadores que están amparados 
por la Ley General del Trabajo. La 
contratante no sólo tiene la 
obligación de incluir la cláusula 
correspondiente, sino también la 
de exigir su cumplimiento. Si la 
CAMC incluyó u omitió la cláusula 
de respeto de la legislación laboral 
y eludió su obligación de velar por 
su cumplimiento, tiene suficiente 
responsabilidad legal en la 
afectación de los derechos 
laborales de los obreros y de sus 
condiciones de trabajo. Esta 
responsabilidad incluso se extiende 
a la entidad estatal que firmó el 
contrato con esta empresa, 
considerando su obligación de 
hacer cumplir todos los términos 
del convenio, entre éstos, los de 
carácter laboral.

La subcontratación y 
tercerización laboral se 
generalizaron en el país como 
formas de organización del trabajo 
que consisten en reducir el núcleo 
de trabajadores permanentes con 
beneficios laborales y extender la 
población de obreros 
desprotegidos a través de la 
contratación de una o más 

empresas para el desarrollo de una 
tarea o procesos determinados. La 
fuerza de trabajo vinculada a las 
subcontratistas está sujeta 
generalmente a contratos 
temporales, salarios por debajo o 
iguales al mínimo nacional y a la 
carencia de seguridad social e 
industrial. La subcontratación 
busca la elusión de las obligaciones 
laborales de las empresas privadas 
contratantes y trasladar toda la 
responsabilidad a las entidades 
subcontratistas cuya dinámica y 
tamaño depende de la demanda 
de las primeras. En suma, es un 
recurso conveniente para abaratar 
los costos laborales para el  capital 
y generar elevadas ganancias 
empresariales.

En el caso de CAMC y de las 
empresas chinas que recurren a la 
subcontratación resulta pertinente 
enfatizar que los derechos laborales 
establecidos por la legislación 
boliviana, abarcan a todas las 
formas y modalidades de 
organización del trabajo y  que los 
trabajadores organizados en 
sindicatos están dispuestos a luchar 
para que éstos se cumplan. 

 

La subcontratación y 
tercerización laboral se 

generalizaron en el país como 
formas de organización del 

trabajo. Las empresas chinas 
profundizan estas formas.

Trabajadores bolivianos de una empresa china se movilizaron en defensa de sus derechos laborales 
(Foto: Los Tiempos, 13/11/2015).


